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SENTENCIA DEFINITIVA

Torreón, Coahuila de Zaragoza, catorce de octubre de 
dos mil veintiséis.

Este Juzgado de Distrito, resuelve el juicio oral 

mercantil 681/2023-B.

R E S U L T A N D O :

1. Demanda. Por escrito presentado el diez de noviembre 
de dos mil veintitrés, ante la Oficina de Correspondencia 

Común de los Juzgados de Distrito en La Laguna, con 

residencia en esta ciudad, turnado a este juzgado federal, el 

trece de noviembre siguiente,  ****** ******* ******* 

******** en la vía oral mercantil demandó a  ******* ******* 

******** ******* ** ******* ********, las siguientes 

prestaciones:

“A).- El pago de la indemnización a la beneficiaria de la cantidad de 
$240,000.00 (doscientos cuarenta mil pesos 00/100 m.n.) pactada en 
la póliza ***** por cobertura básica por fallecimiento, contratada con 
Aseguradora denominada, ******* ****** **** ** *** . a través 
de la  ************* ********** ** ** ** *** . y el extinto C.  ******* 
********** **********, en virtud de su fallecimiento sucedido el 06 de 
mayo de 2021.

B).- El pago del interés por mora respecto de la devolución del pago 
que deberá ser cubierta conforme lo dispone el artículo 276 de la Ley 
de Instituciones de Seguros y de Fianzas.

C).- El pago de los intereses generados por la cantidad pagada 
indebidamente, calculados conforme a lo dispuesto por el artículo 
276 de la Ley de Instituciones de Seguros y de Fianzas, en relación 
con el artículo 71 de la Ley, Contrato de Seguro, computados desde 
el momento en que se hizo e obligación hasta la total conclusión del 
presente juicio, mismos que sean cuantificados en ejecución de 
sentencia.
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D).- El pago de los gastos y costas que origine el presente juicio, 
mismos que ser cuantificaran en ejecución de sentencia.”

2. Trámite. Mediante acuerdo de dieciséis de noviembre 
de dos mil veintitrés, se admitió a trámite la demanda en la vía 

y términos propuestos.

3. Contestación a la demanda y desahogo de vista. En 

proveído de treinta y uno de enero de dos mil veinticinco, se 

tuvo a la parte demandada, dando contestación a la demanda, 

en la que opuso diversas excepciones.

Respecto de la contestación antes mencionada se ordenó 

dar vista a la parte actora, quien fue omisa en desahogarla, por 

lo que en proveído de veinte de febrero de dos mil 
veinticinco, se declararon precluídos los derechos no ejercidos 

y se señaló fecha y hora para la celebración de la audiencia 

preliminar.

4. Audiencia preliminar. El dieciséis de junio de dos mil 
veinticinco, tuvo verificativo la audiencia preliminar en el 

presente juicio.

5. Audiencia de juicio. En esta fecha, tuvo verificativo la 

audiencia de juicio.

Ambas audiencias constan en el sistema de 

videograbación con que cuenta este juzgado. 

C O N S I D E R A N D O :

1. Competencia. Este órgano jurisdiccional es legalmente 

competente para resolver el presente asunto, en términos de 

los artículos 104, fracción II, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos; 56 de la Ley Orgánica del Poder 
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Judicial de la Federación; 1090, 1092, 1094, fracciones I y III 

del Código de Comercio, en relación con los acuerdos 

generales 3/2013 y 34/2018 del Pleno del Consejo de la 

Judicatura Federal. 

Ello, toda vez que resuelve respecto de una controversia 

del orden mercantil que solo afecta intereses particulares, cuya 

acción se inició optativamente ante esta potestad del fuero -u 

orden- federal, sin que se hubiera opuesto excepción al 

respecto.

2. Procedencia de la vía. La vía oral mercantil 
propuesta por la actora es procedente conforme a los ordinales 

75, 1049, 1055 y 1390 Bis de la codificación de la materia, en 

relación con el Artículo Tercero Transitorio del Decreto por el 

que se Reforman y Adicionan Diversas Disposiciones del 

Código de Comercio en Materia de Juicios Orales Mercantiles, 

publicada en el Diario Oficial de la Federación el veinticinco de 

enero de dos mil diecisiete.

Sustenta lo anterior la jurisprudencia 25/2005, Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXI, Abril de 2005, 

Novena Época, Materia Común, página 576, registro 178665, 

emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación, que dice:

“PROCEDENCIA DE LA VÍA. ES UN PRESUPUESTO 
PROCESAL QUE DEBE ESTUDIARSE DE OFICIO ANTES DE 
RESOLVER EL FONDO DE LA CUESTIÓN PLANTEADA. El 
derecho a la tutela jurisdiccional establecido por el artículo 17 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no es 
ilimitado, sino que está restringido por diversas condiciones y 
plazos utilizados para garantizar la seguridad jurídica. Así, las leyes 
procesales determinan cuál es la vía en que debe intentarse cada 
acción, por lo cual, la prosecución de un juicio en la forma 
establecida por aquéllas tiene el carácter de presupuesto procesal 
que debe atenderse previamente a la decisión de fondo, porque el 
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análisis de las acciones sólo puede llevarse a efecto si el juicio, en 
la vía escogida por el actor, es procedente, pues de no serlo, el 
Juez estaría impedido para resolver sobre las acciones planteadas. 
Por ello, el estudio de la procedencia del juicio, al ser una cuestión 
de orden público, debe analizarse de oficio porque la ley 
expresamente ordena el procedimiento en que deben tramitarse las 
diversas controversias, sin permitirse a los particulares adoptar 
diversas formas de juicio salvo las excepciones expresamente 
señaladas en la ley. En consecuencia, aunque exista un auto que 
admita la demanda y la vía propuesta por la parte solicitante, sin 
que la parte demandada la hubiere impugnado mediante el recurso 
correspondiente o a través de una excepción, ello no implica que, 
por el supuesto consentimiento de los gobernados, la vía 
establecida por el legislador no deba tomarse en cuenta. Por tanto, 
el juzgador estudiará de oficio dicho presupuesto, porque de otra 
manera se vulnerarían las garantías de legalidad y seguridad 
jurídica establecidas en el artículo 14 constitucional, de acuerdo con 
las cuales nadie puede ser privado de la vida, de la libertad o de 
sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio 
seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se 
cumplan las formalidades esenciales del procedimiento. Luego 
entonces, el juzgador, en aras de garantizar la seguridad jurídica de 
las partes en el proceso, debe asegurarse siempre de que la vía 
elegida por el solicitante de justicia sea la procedente, en cualquier 
momento de la contienda, incluso en el momento de dictar la 
sentencia definitiva, por lo que debe realizar de manera oficiosa el 
estudio de la procedencia de la vía, aun cuando las partes no la 
hubieran impugnado previamente.”

Esto, en virtud de que la contienda deriva de un acto de 

comercio [póliza de seguro] cuya prestación principal es de 

carácter pecuniario [aún y cuando deriva de una acción 

declarativa], contiene una cuantía determinada y, además, dada 

sus características, no tiene una tramitación especial 

establecida en la referida normatividad u otras leyes de la 

materia.

Resulta relevante la tesis de jurisprudencia PC.III.C. J/3 C 

(10ª.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, materia 

Civil, Libro 14, Enero de 2015, Tomo II, página 1450, Registro 

digital: 2008272, sostenida por el Pleno en Materia Civil del 

Tercer Circuito, cuyo epígrafe es: “JUICIO ORAL MERCANTIL. 
PARA EFECTOS DE SU PROCEDENCIA, TRATÁNDOSE DE 
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ACCIONES DECLARATIVAS, DEBE TOMARSE COMO 
SUERTE PRINCIPAL LA PRESTACIÓN PECUNIARIA QUE 
SE DEMANDE COMO CONSECUENCIA, CON 
INDEPENDENCIA DE QUE SEA DE NATURALEZA POSITIVA 
O NEGATIVA.”

3. Precisión de la pretensión. La parte actora reclama 

fundamentalmente, el cumplimiento de la póliza de seguro 

número ****** por la cobertura básica por fallecimiento y, con 

motivo de lo anterior, el pago de la cantidad de $240,000.00 
(doscientos cuarenta mil pesos 00/100 moneda nacional), al 

haberse actualizado el fallecimiento de la persona asegurada 

******* ********** ***********

Además, como consecuencia de ello, el pago de una 

indemnización por mora respecto de la póliza en reclamo, así 

como intereses moratorios, en términos de lo dispuesto por el 

artículo 276 de la Ley de Instituciones de Seguros y de Fianzas; 

y, el pago de gastos y costas.

4. Estudio de fondo del asunto

Estudio de la acción. En este apartado se abordará el 

estudio y decisión sobre la acción ejercida, a fin de concluir si la 

parte actora cumplió con la carga procesal impuesta en el artículo 

1194 del Código de Comercio.

Artículo 1194. El que afirma está obligado a probar. En 
consecuencia, el actor debe probar su acción y el reo sus 
excepciones.

Apoya a lo anterior, la tesis publicada en el Semanario 

Judicial de la Federación, Tomo CXXVII, Quinta Época, página 
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385, registro 339378, emitida por la otrora Tercera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación de rubro y texto:

“ACCIÓN EN MATERIA MERCANTIL, ESTUDIO DE OFICIO 
DE LA. El estudio de si el actor ha probado o no su acción por mas 
oficiosamente que se haga, lejos de implicar una violación a la Ley, 
implica acatamiento de la misma, dado que el artículo 1194 del 
Código de Comercio dice que el actor está obligado a probar su 
acción y el artículo 1326 del mismo ordenamiento dispone que cuando 
el actor no probare su acción será absuelto el demandado; de donde 
se infiere que es obligación del juzgador examinar si se ha probado o 
no la acción independientemente de que haya o no alegación de la 
contraparte a ese respecto, máxime que la exposición de los hechos 
está a cargo de las partes, en tanto que la aplicación del derecho 
corresponde al juzgador.”

La controversia en el presente asunto consiste en 

determinar si como lo afirma la parte actora, tiene derecho a 

exigir de la hoy demandada  ******* ******* ******** 

******* ** ******* ********, el cumplimiento del contrato de 

seguro amparado con la  ****** ** ****** ****** por la 

cantidad de  *********** *********** ******** *** ***** 

****** ****** ********* por concepto de cobertura de 

beneficio básico por fallecimiento, al haberse actualizado el 

fallecimiento del asegurado ******* ********** ***********

Además, como consecuencia de ello, tenga derecho al 

pago de las prestaciones accesorias ya señaladas con 

antelación.

Planteamiento de la parte actora
En esencia, la parte actora manifestó que el cinco de julio 

de dos mil diecisiete, su esposo,  ******* ********** 

**********, contrató con  ******* ******* ******** ******* 

** ******* ********, a través de  ************* ********** 

******** ******* ** ******* ********, un seguro de vida 

identificado posteriormente con la póliza número  *****, cuya 

cobertura básica por fallecimiento ascendía a la cantidad de 
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$240,000.00 (doscientos cuarenta mil pesos 00/100 moneda 
nacional), designándola como beneficiaria.

Refirió que el asegurado falleció el seis de mayo de dos 

mil veintiuno a consecuencia de un infarto agudo al miocardio, 

por lo que presentó la reclamación correspondiente ante la 

institución aseguradora, a la cual se asignó el número de 

siniestro 106356/21, exhibiendo la documentación que le fue 

requerida para el trámite del pago de la indemnización.

Señaló que, durante el procedimiento de reclamación, la 

aseguradora le requirió diversa información médica relacionada 

con antecedentes clínicos del asegurado y, posteriormente, 

negó el pago de la suma asegurada bajo el argumento de 
que el fallecimiento guardaba relación con padecimientos 
preexistentes a la celebración del contrato de seguro, 

particularmente diabetes mellitus tipo 2, circunstancia que, a su 

consideración, actualizaba una exclusión de cobertura.

Indicó que, inconforme con dicha determinación, promovió 

inicialmente los procedimientos de conciliación y reclamación 

ante la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los 

Usuarios de Servicios Financieros, sin que las partes 

alcanzaran un acuerdo conciliatorio.

Finalmente, sostuvo que la negativa de pago resulta 

improcedente, pues afirma que al momento de la contratación 

del seguro la aseguradora no practicó examen médico alguno ni 

formuló cuestionario respecto de enfermedades preexistentes al 

asegurado, tampoco le entregó la documentación contractual 

correspondiente, por lo que estima que la aseguradora no 

puede invocar dichas circunstancias como causa para rechazar 

la cobertura contratada.
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Asimismo, argumentó que el fallecimiento obedeció a un 

infarto agudo al miocardio asociado al padecimiento de COVID-

19 y no a las enfermedades preexistentes invocadas por la 

demandada, razón por la cual reclama el pago de la suma 

asegurada, así como la indemnización y los intereses 

moratorios previstos en el artículo 276 de la Ley de Instituciones 

de Seguros y de Fianzas.

Planteamiento de la parte demandada
Por su parte la demandada  ******* ******* ******** 

******* ** ******* ********, negó que la parte actora tuviera 

acción y derecho para reclamar el pago de la indemnización, los 

intereses moratorios y las costas del juicio.

Reconoció que celebró con  ************* ********** 

******** ******* ** ******* ********, en su carácter de 

contratante, un seguro colectivo denominado “Grupo 

Deudores”, identificado con la póliza número  *****, al cual 

solicitó incorporarse ******* ********** ********** el cinco de 

julio de dos mil diecisiete, por ser tarjetahabiente de dicha 

empresa.

Precisó que el asegurado contrató el programa 

denominado “Protección Integral Familiar Superior”, cuya 

cobertura ascendía a $200,000.00 (doscientos mil pesos 
00/100 moneda nacional) por muerte natural, $700,000.00 
(setecientos mil pesos 00/100 moneda nacional) por muerte 

accidental y hasta $40,000.00 (cuarenta mil pesos 00/100 

moneda nacional) para cubrir el saldo deudor de la cuenta, a 

cambio del pago de una prima mensual de $199.00 (ciento 
noventa y nueve pesos 00/100 moneda nacional).
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Asimismo, sostuvo que en la solicitud de incorporación se 

designó como beneficiaria a ****** ******* ******* *******, 

por lo que opuso la excepción de falta de legitimación activa en 

la causa respecto de quien compareció a demandar, al estimar 

que se trataba de una persona distinta de la nombrada como 

beneficiaria.

Manifestó que, el treinta y uno de mayo de dos mil 

veintiuno, recibió la solicitud de pago formulada con motivo del 

fallecimiento del asegurado y que, al analizar la documentación 

acompañada, advirtió que en el certificado de defunción se 

señalaron como causas del deceso edema agudo de pulmón, 

insuficiencia cardiaca e infarto agudo al miocardio, así como 

diabetes mellitus tipo 2 e hipertensión arterial sistémica como 

padecimientos que contribuyeron a la muerte.

Añadió que de los informes médicos emitidos por personal 

del Instituto Mexicano del Seguro Social se desprendía que el 

asegurado padecía diabetes mellitus desde el dieciocho de 

mayo de mil novecientos noventa e hipertensión arterial desde 

el quince de febrero de dos mil dieciocho, además de 

encontrarse bajo tratamiento médico, circunstancias que, a su 

consideración, demostraban la preexistencia de dichas 

enfermedades.

La aseguradora afirmó que tales padecimientos se 

encontraban expresamente excluidos de la cobertura por 

muerte natural, conforme a la solicitud de incorporación y a las 

condiciones generales de la póliza, en las que se establecía 

que no procedería la indemnización cuando el fallecimiento 

derivara de enfermedades preexistentes, entre ellas diabetes 

mellitus, hipertensión arterial e infarto al miocardio.
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Sostuvo, además, que el asegurado requisitó y firmó 

personalmente la solicitud de incorporación, en la cual 

manifestó haber sido informado y aceptar las exclusiones del 

seguro de vida, por lo que estimó que tuvo pleno conocimiento 

de las condiciones y limitaciones de la cobertura contratada.

Con base en lo anterior, indicó que el once de noviembre 

de dos mil veintiuno negó el pago de la indemnización de 

$200,000.00 (doscientos mil pesos 00/100 moneda nacional) 
correspondiente a la cobertura por muerte natural, al considerar 

que el fallecimiento se encontraba relacionado con 

padecimientos preexistentes expresamente excluidos.

No obstante, afirmó que sí cubrió la cantidad de 

$40,000.00 (cuarenta mil pesos 00/100 moneda nacional), la 

cual fue aplicada al saldo insoluto de la cuenta del asegurado.

Finalmente, reconoció que la actora promovió una 

reclamación ante la Comisión Nacional para la Protección y 

Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros, registrada 

bajo el expediente 2021/050/4256; sin embargo, reiteró que la 

negativa de pago fue procedente conforme a las exclusiones 

pactadas y a la documentación médica presentada durante el 

trámite del siniestro.

Establecidas las posturas de las ahora contendientes, se 

procede al estudio de la acción planteada por la parte 

accionante.

Elementos de la acción. Los elementos que integran la 
acción principal ejercida son:

I. La existencia del contrato de seguro;
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II. La materialización del riesgo amparado por la póliza de 

seguro; y,

III. El incumplimiento de la aseguradora sobre el pago 

correspondiente establecido en el contrato de seguro.

Establecido lo anterior, se procede al estudio de los 

elementos de la acción antes descritos. 

I. Existencia del contrato de seguro. 

El primero de los elementos referidos se encuentra 

acreditado en autos, con las documentales consistentes en:

a) Solicitud de integración, ofrecida por ambas partes;

b) Póliza de seguro de vida  ***** , así como las 

condiciones generales que la rigen, allegada por la 

parte demandada; y,

c) Carta de bienvenida expedida por la parte demandada 

y allegada por la parte actora.

Documentales que se les concede valor probatorio pleno, 

de conformidad con los artículos, 12411 y 12962 y 12983 del 

Código de Comercio, toda vez que las partes no las objetaron 

en cuanto a su alcance y valor probatorio.

1 Artículo 1241. Los documentos privados y la correspondencia procedentes de uno de los interesados, 
presentados en juicio por vía de prueba y no objetados por la parte contraria, se tendrán por admitidos y surtirán 
sus efectos como si hubieren sido reconocidos expresamente. Puede exigirse el reconocimiento expreso si el 
que los presenta así lo pidiere; con este objeto se manifestarán los originales a quien deba reconocerlos y se le 
dejará ver todo el documento, no sólo la firma.
2 Artículo 1296. Los documentos privados y la correspondencia procedentes de uno de los interesados, 
presentados en juicio por vía de prueba y no objetados por la parte contraria se tendrán por admitidos y surtirán 
sus efectos como si hubieren sido reconocidos expresamente. Puede exigirse el reconocimiento expreso si el 
que los presenta así lo pidiere; con este objeto se manifestarán los originales a quien debe reconocerlos y se les 
dejará ver todo el documento, no sólo la firma.
2 Artículo 1296. Los documentos privados y la correspondencia procedentes de uno de los interesados, 
presentados en juicio por vía de prueba y no objetados por la parte contraria se tendrán por admitidos y surtirán 
sus efectos como si hubieren sido reconocidos expresamente. Puede exigirse el reconocimiento expreso si el 
que los presenta así lo pidiere; con este objeto se manifestarán los originales a quien debe reconocerlos y se les 
dejará ver todo el documento, no sólo la firma.
3Artículo 1298.- El documento que un litigante presenta, prueba plenamente en su 
contra, en todas sus partes, aunque el colitigante no lo reconozca
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Medios de convicción que únicamente son suficientes 

para tener por comprobado la existencia del contrato de seguro; 

de ello se tiene, como ya se dijo, que queda acreditada la 

existencia de la póliza del seguro  ****** cuyo cumplimiento 

reclama la parte actora.

Así, de dichas documentales se desprende que  ******* 

********** ********** se encontraba asegurado por la póliza 

identificada con el número *****, con una vigencia del uno de 

enero de dos mil veintiuno al uno de enero de dos mil veintidós, 

con una suma básica por fallecimiento por la cantidad de 

********
*** 
********
*** 
******** 
*** ***** 
****** 
****** 

*********; cuyo reclamo se realiza por haberse actualizado el 

fallecimiento de la asegurada ******* ********** **********.

Resulta aplicable en lo conducente, la tesis publicada en el 

Semanario Judicial de la Federación, Séptima época, tomo 169-

174, cuarta parte, página 169, registro 240458, sustentada por la 

entonces Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación que dice:

“SEGURO DE VIDA, PERFECCIONAMIENTO DEL 
CONTRATO DE.  El artículo 19 de la Ley sobre el Contrato de Seguro 
consagra tres supuestos: a) La regla general de que la existencia del 
contrato de seguro, sus adiciones o reformas, así como el hecho del 
conocimiento de la aceptación de la oferta a que se refiere la fracción 
I del artículo 21 del mismo ordenamiento (precepto que para 
determinar el momento en que se perfecciona el mencionado 
contrato, acoge lo que doctrinalmente se conoce como sistema de la 
información o del conocimiento), se acreditan mediante la 
exhibición de la póliza correspondiente; b) A falta de la póliza, la 
existencia del contrato se comprueba con la confesión de la 
aseguradora; c) A falta de la póliza, si la aseguradora confiesa que 
celebró el contrato, pero afirma que el asegurado no tuvo 
conocimiento de la aceptación de la oferta, el único medio de 
convicción para acreditar esta última circunstancia lo es la confesión 
del asegurado, y en su caso, la declaración o testimonial de sus 
beneficiarios. Ahora bien, si a la demanda de los actores se 
acompañó como documento base de la acción la póliza emitida por la 
aseguradora, en la que figuran como beneficiarios los propios actores, 
y como medio de convicción dentro de la dilación probatoria exhiben 
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el recibo correspondiente al pago de la primera prima, se surte el 
primero de los supuestos requeridos para tener por comprobado el 
contrato, ya que en los términos del referido artículo 19, queda 
restringida procesalmente la libertad del juzgador para estimar 
probada la existencia del contrato a dichos documentos, pues con 
ellos se acredita plenamente la aceptación de la propuesta por parte 
de la aseguradora y el conocimiento de esa aceptación por el 
asegurado a que se refiere la fracción I del artículo 21 de la citada 
ley.”

De ahí que se acredita el primer elemento de la acción, 

consistente en la existencia del contrato de seguro, al haberse 

demostrado la existencia de la póliza número *****, así como la 

incorporación de  ******* ********** ********** a la cobertura 

básica por fallecimiento cuya indemnización se reclama.

II. Materialización del riesgo amparado. Respecto al 

segundo elemento constitutivo de la acción, se encuentra 

acreditado por los motivos que enseguida se expondrán:

En primer lugar, se debe analizar si el riesgo se encuentra 

amparado por la póliza basal, para después determinar si se 

acreditó su actualización y, por tanto, si se generó el nacimiento 

de la obligación de pago por parte de la aseguradora 

demandada.

Al respecto, es dable destacar que de la documental 

consistente en la solicitud de integración, previamente valorada, 

se desprende que la accionante  ****** ******* ******* 

******* fue designada como beneficiaria del seguro, por el total 

de la suma asegurada.

Sobre ese particular, la parte demandada opuso la 

excepción que denominó falta de legitimación activa ad 
causam, argumentando, en esencia, que en los contratos de 

seguro de vida corresponde exclusivamente al asegurado 
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designar de manera clara y precisa a la persona beneficiaria de 

la indemnización, quien, una vez perfeccionado el contrato, 

adquiere el derecho para exigir el cumplimiento de las 

obligaciones derivadas de éste.

Sostuvo que, en el caso concreto, de la solicitud de 

incorporación al seguro y de la póliza número  ***** se 

desprende que el asegurado designó como beneficiaria a 

****** ******* ******* *******, mientras que la persona que 

compareció a juicio como actora se identifica como  ****** 

******* ******* *******, aduciendo que la diferencia en la 

designación radica en que el primer apellido de la beneficiaria 

aparece escrito como *********, con la letra "s", mientras que 

el de la actora se consigna como *********, con la letra "z".

A partir de dicha diferencia ortográfica, sostuvo que se 

trata de personas distintas y, por ende, que la promovente 

carece de legitimación activa para reclamar el pago de la 

indemnización derivada del contrato de seguro.

Finalmente, señaló que, de conformidad con el artículo 25 

de la Ley sobre el Contrato de Seguro, el asegurado contaba 

con un plazo de treinta días para solicitar la rectificación de los 

datos contenidos en la póliza, por lo que, al no haberlo hecho, 

deben tenerse por aceptadas las estipulaciones consignadas en 

dicho documento, incluida la designación de la beneficiaria.

Sin embargo, dicha excepción deviene infundada por las 

siguientes consideraciones:

Primeramente es dable precisar que la demanda 

constituye un todo, su interpretación debe ser integral, de 

manera que si de su contenido se advierte que se expusieron 

los motivos esenciales de la causa de pedir, y en relación con 

C
L

A
U

D
IA

 G
U

A
D

A
L

U
PE

 L
E

D
E

Z
M

A
 L

IM
O

N
706a6620636a6633000000000000000000024167
25/09/27 16:02:29

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



JUZGADO DE DISTRITO EN MATERIA MERCANTIL FEDERAL EN LA 
LAGUNA, CON RESIDENCIA EN TORREÓN, COAHUILA DE ZARAGOZA.

JUICIO ORAL MERCANTIL 681/2023-B

15

ellos se hace cita de los documentos fundatorios de la acción 

así como de los relacionados con el litigio, exhibiéndolos, debe 

considerarse que forman parte de la demanda y su contenido 

integrado a ella; pues estimar lo contrario implicaría

que en la demanda respectiva se tuvieran que reproducir 

íntegramente todas aquellas cuestiones contenidas en esos 

medios de convicción, lo cual resultaría tan complejo como 

innecesario, pues para el juzgador el estudio de la demanda no 

se limita al escrito inicial, sino que comprende además el 

análisis de los documentos que la acompañan, porque son 

parte integrante de ella.

De no ser así, se podría incurrir en rigorismos tales como 

el tener que reproducir en el escrito inicial de demanda, tanto 

los documentos base de la acción como los que se relacionen 

con el litigio.

Cobra aplicación la jurisprudencia  XVII.2o.C.T. J/6, 
sustentada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil 

y de Trabajo del Décimo Séptimo Circuito, publicada en la 

novena época del Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, materia civil, tomo XXI, página 1265, de mayo de 2005, 

con registro digital 178475, de literalidad siguiente:

“DEMANDA EN EL JUICIO NATURAL. EL ESTUDIO INTEGRAL 
DEBE COMPRENDER LOS DOCUMENTOS ANEXOS. En virtud 
de que la demanda constituye un todo, su interpretación debe ser 
integral, de manera que si de su contenido se advierte que se 
expusieron los motivos esenciales de la causa de pedir, y en 
relación con ellos se hace cita de los documentos fundatorios de la 
acción así como de los relacionados con el litigio, exhibiéndolos, 
debe considerarse que forman parte de la demanda y su contenido, 
integrado a ella; pues estimar lo contrario implicaría que en la 
demanda respectiva se tuvieran que reproducir íntegramente todas 
aquellas cuestiones contenidas en esos medios de convicción, lo 
cual resultaría tan complejo como innecesario, pues para el 
juzgador el estudio de la demanda no se limita al escrito inicial, sino 
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que comprende además el análisis de los documentos que la 
acompañan, porque son parte integrante de ella. De no ser así, se 
podría incurrir en rigorismos tales como el tener que reproducir en 
el escrito inicial de demanda, tanto los documentos base de la 
acción como los que se relacionen con el litigio.”.

Como parte del marco jurídico, se tiene que el Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, sostiene que los 

Tribunales Colegiados de Circuito y los Juzgados de Distrito 

deberán corregir los errores que adviertan en la cita de los 

preceptos constitucionales y legales que se estimen violados.

También, que los órganos jurisdiccionales deben corregir 

también el error en la cita del número del expediente de amparo 

en que se incurre en el escrito de agravios en la revisión, así 

como cualquier otro error numérico o mecanográfico, de poca 

importancia, que también a través de una corrección pueda 

permitir la procedencia del juicio de garantías o de los recursos 

previstos en la Ley de Amparo, evitándose en esa forma caer 

en rigorismos excesivos, que dejen en estado de indefensión al 

particular.

Dicha línea de pensamiento extrapolada a cualquier tipo 

de asunto, se tiene que el juzgador tiene la libertad de corregir 

errores que sean de poca importancia, conocidos como 

mecanográficos a fin de no dejar en estado de indefensión a las 

partes por rigorismos excesivos.

Sirve de apoyo a la anterior consideración por identidad y 

atendiendo a las razones jurídicas que se contienen en su texto, 

la tesis P. XLVIII/98, del Pleno de la Suprema Corte de justicia de 

la Nación, publicada en la novena época del Semanario Judicial 

de la Federación y su Gaceta, materia común, Tomo VII, página 

69, de mayo de 1998, de literalidad siguiente:

“ERRORES NUMÉRICOS O CUALQUIER OTRO DE POCA 
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IMPORTANCIA. DEBEN SER CORREGIDOS POR LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA, LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE 
CIRCUITO Y LOS JUECES DE DISTRITO, APLICANDO 
ANALÓGICAMENTE EL ARTÍCULO 79 DE LA LEY DE AMPARO.
El artículo 79 de la Ley de Amparo establece, en su parte 
conducente, que la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los 
Tribunales Colegiados de Circuito y los Juzgados de Distrito 
deberán corregir los errores que adviertan en la cita de los 
preceptos constitucionales y legales que se estimen violados, y que 
podrán examinar en su conjunto los agravios, los conceptos de 
violación y los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver 
la cuestión efectivamente planteada, pero sin cambiar los hechos 
expuestos en la demanda. Aplicando el precepto en comento, por 
analogía y mayoría de razón, se estima que dichos órganos 
jurisdiccionales deben corregir  también el error en la cita del 
número del expediente de amparo en que se incurre en el escrito de 
agravios en la revisión, así como cualquier otro error numérico o 
mecanográfico, de poca importancia, que también a través de una 
corrección pueda permitir la procedencia del juicio de garantías o de 
los recursos previstos en la Ley de Amparo, evitándose en esa 
forma caer en rigorismos excesivos, que dejen en estado de 
indefensión al particular en aquellos casos en los que el juicio de 
garantías o el recurso correspondiente, se interponen en la forma y 
dentro de los plazos que establece la ley de la materia para cada 
caso concreto.”.

En ese contexto, al ser la demanda un todo integral deben 

analizarse de manera conjunta con sus anexos, de los cuales 

destacan las documentales consistentes en copia de credencial 

para votar, constancia de situación fiscal y constancia de clave 

única de registro de población, expedidas todas ellas a favor de 

la persona actora, de las que se advierte que su nombre es 

****** ******* ******* ********

Las cueles merecen valor probatorio pleno, de 

conformidad con lo dispuesto en los artículos 1241 y 1296 del 

Código de Comercio, al haber sido ofrecidas como prueba por 

la parte actora y no refutadas por la demandada.

Por tanto, la circunstancia de que en el escrito inicial de 

demanda se hubiera asentado el apellido como "Vázquez", con 
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la letra "z", no constituye un elemento suficiente para 

considerar que se trata de una persona distinta de la 

beneficiaria designada en la póliza, sino que corresponde a un 

error meramente mecanográfico u ortográfico, pues del conjunto 

de las constancias que obran en autos existe plena identidad 

entre la persona que fue designada como beneficiaria del 

seguro y quien comparece a ejercer la presente acción.

En ese sentido, conforme al criterio sostenido por la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, los órganos 

jurisdiccionales deben privilegiar el acceso efectivo a la justicia 

y corregir aquellos errores materiales, mecanográficos o de 

escasa entidad que no alteren la voluntad de las partes ni 

produzcan incertidumbre sobre los elementos esenciales del 

litigio, evitando incurrir en formalismos excesivos que puedan 

traducirse en un estado de indefensión.

Consecuentemente, al no existir duda razonable sobre la 

identidad de la beneficiaria designada en el contrato de seguro 

y de la persona que comparece a ejercer la acción, la diferencia 

ortográfica consistente en la utilización de la letra "s" en lugar 

de "z" en el primer apellido resulta insuficiente para desconocer 

su legitimación activa, razón por la cual la excepción planteada 

por la demandada debe declararse infundada.

Sirve de apoyo a la anterior consideración por identidad y 

atendiendo a las razones jurídicas que se contienen en su texto, 

la tesis, con número de registro digital 225891  de literalidad 

siguiente:

“PERSONALIDAD. EL PRINCIPIO DE ESTRICTO DERECHO NO 
SE INFRINGE SI LA RESPONSABLE APRECIO ERROR DEL 
NOMBRE DEL APODERADO EN EL PODER CON QUE SE 
ACREDITO. Es cierto que de acuerdo al principio de estricto 
derecho el juzgador esta constreñido a analizar únicamente las 
cuestiones planteadas en la demanda y en la contestación, 

C
L

A
U

D
IA

 G
U

A
D

A
L

U
PE

 L
E

D
E

Z
M

A
 L

IM
O

N
706a6620636a6633000000000000000000024167
25/09/27 16:02:29

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



JUZGADO DE DISTRITO EN MATERIA MERCANTIL FEDERAL EN LA 
LAGUNA, CON RESIDENCIA EN TORREÓN, COAHUILA DE ZARAGOZA.

JUICIO ORAL MERCANTIL 681/2023-B

19

encontrándose imposibilitado para suplir las deficiencias y 
omisiones en que incurran las partes, o sea que no puede sustituir 
la voluntad de éstas en la estimación jurídica de las cuestiones que 
planteen; sin embargo, si el apoderado de la demandada en su 
escrito de contestación expresó llamarse con determinado nombre y 
para acreditar su personalidad exhibe un poder, que le confirió su 
representada, en el cual un evidente error mecanográfico altera el 
nombre con el que comparece, la responsable no está infringiendo 
tal principio, ni está sustituyendo la voluntad del promovente, pues 
lo único que en este punto hizo fue apreciar el error mecanográfico, 
ya que no puede considerarse que la voluntad del representante de 
la demandada sea que se le tenga promoviendo con un nombre y 
para acreditar su personalidad exhiba un documento expedido en 
favor de otra persona.”.

De este modo, como ya se anticipó, la excepción de falta 

de legitimación activa opuesta por la demandada deviene 

infundada.

Precisado lo anterior, se procede a verificar si se actualizó 

el riesgo amparado en la póliza basal, para así generar el 

nacimiento de la obligación por parte de la aseguradora 

demandada. 

Cabe precisar que, en el presente caso, de las 

constancias de autos se advierte que en el contrato de seguro 

base de la acción se estableció, que el asegurado fue cubierto 

por la eventualidad de fallecimiento, por la suma asegurada de 

*********** *********** ******** *** ***** ****** ****** 

*********. 

Siniestro que afirma la parte actora aconteció el seis de 
mayo de dos mil veintiuno; lo que se corrobora con la 

documental exhibida por la accionante, consistente en copia 

certificada el acta de defunción con número de folio A05 

3828689, expedida a nombre de la persona finada  ******* 

********** **********, de fecha de registro, seis de mayo de 

dos mil veintiuno, la cual tiene pleno valor probatorio, conforme 
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al artículo 1292 del Código de Comercio, en la que se señala 

que el fallecimiento ocurrió en la indicada fecha. 

De la póliza ***** ya analizada, se advierte que el seguro 

contratado cubría la indemnización de la suma asegurada en 

caso de fallecimiento del asegurado.

Por tanto, al encontrarse vigente al momento de 

actualizarse el siniestro, se actualiza la obligación de la 

aseguradora de indemnizar al beneficiario designado por la 

contratante, de acuerdo a lo estipulado en la póliza materia de 

la litis.

De ahí que, el siniestro por fallecimiento de la 

asegurada sí se encuentra amparado por la póliza materia de la 

litis, por lo que se advierte que la aseguradora demandada se 

encuentra obligada a cubrir el monto al que asciende la suma 

asegurada a la parte beneficiaria, como se pactó en la 

multicitada de la póliza de seguro.

De lo que se obtiene que se acredita plenamente el 

segundo de los elementos de la acción, atinente a la 

materialización del riesgo amparado. 

III. Incumplimiento de la obligación de pago. 

Respecto al tercer elemento constitutivo de la acción 

consistente en el incumplimiento de la obligación de pago, se 

considera acreditado atendiendo que conforme a las normas 

que regulan la distribución de la carga de la prueba, 

corresponde a la demandada demostrar el cumplimiento de las 

obligaciones a su cargo o, en su caso, acreditar la causa justa 

de su incumplimiento.
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Apoya a lo anterior, la jurisprudencia 407, visible en el 

Apéndice 2000 del Semanario Judicial de la Federación, Sexta 

Época, tomo IV, Civil, Jurisprudencia SCJN, Materia Civil, 

página 261, registro: 913250, de la otrora Tercera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, que dice: 

“PAGO O CUMPLIMIENTO. CARGA DE LA PRUEBA. El pago o 
cumplimiento de las obligaciones corresponde demostrarlo al obligado y 
no el incumplimiento al actor.”

La parte actora refiere que la demandada no ha cumplido 

con su obligación de pago respecto del contrato de seguro 

amparado por la póliza *****; circunstancia que se traduce en 

un hecho negativo cuya demostración no puede hacerse 

exigible al accionante, y en términos de lo dispuesto por el 

artículo 1195 del Código de Comercio, el que niega no está 

obligado a probar, sino en el caso en que su negación envuelva 

afirmación expresa de un hecho, lo que no acontece en este 

caso.

En virtud de lo anterior, la carga probatoria recae en la 

demandada, quien debe acreditar que cumplió oportunamente 

con su obligación de pago derivada de la póliza de seguro 
*****, o bien, que tiene un motivo justificado para no haber 

realizado dicho pago, sin que en el presente juicio haya 
aportado medio de convicción idóneo con el cual acreditara 
dichos extremos.

En efecto, la parte actora señaló que realizó una solicitud 

por escrito ante la institución de seguros demandada, quien el 

veintitrés de julio de dos mil veintiuno, requirió mayor 

documentación para continuar con el trámite correspondiente.
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La demandada  ******* ******* ******** ******* ** 

******* ********* opuso las siguientes excepciones:

Excepción de falta de acción y derecho.
La demandada sostuvo que la acción de cumplimiento del 

contrato de seguro exige la demostración de tres elementos: la 

existencia del contrato, la actualización del siniestro amparado 

durante su vigencia y el incumplimiento de las obligaciones 

asumidas por la aseguradora.

Reconoció la existencia del contrato de seguro identificado 

con la póliza número  *****  y que  ******* ********** 

********** se incorporó al programa denominado “Protección 

Integral Familiar Superior”, con una cobertura de $200,000.00 

(doscientos mil pesos 00/100 moneda nacional) por muerte 

natural, $700,000.00 (setecientos mil pesos 00/100 moneda 

nacional) por muerte accidental y hasta $40,000.00 (cuarenta 

mil pesos 00/100 moneda nacional) para cubrir el saldo deudor 

de la cuenta.

Asimismo, aceptó que el asegurado falleció durante la 

vigencia del contrato y que la beneficiaria presentó la 

reclamación correspondiente. No obstante, afirmó que no se 

actualizó el incumplimiento atribuido a la aseguradora, pues la 

negativa de pago se sustentó en una exclusión expresamente 

prevista y aceptada por el asegurado, relativa al fallecimiento 

derivado de enfermedades preexistentes, entre ellas diabetes 

mellitus, hipertensión arterial e infarto al miocardio.

Señaló que de la documentación médica exhibida durante 

el trámite del siniestro se desprendía que el asegurado padecía 

diabetes mellitus desde antes de su incorporación al seguro y 

que dicha enfermedad contribuyó a su fallecimiento. Por ello, 

afirmó que actuó conforme a las condiciones pactadas y que no 
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incumplió obligación contractual alguna.

Excepción de falta de acción y derecho para reclamar 
el cumplimiento de la póliza de seguro, por preexistencia 
de padecimientos, exclusión prevista en el contrato.

La aseguradora argumentó que, conforme al principio de 

libertad contractual y a los artículos 1, 7 y 59 de la Ley sobre el 

Contrato de Seguro, las partes se obligan en los términos 

convenidos y la empresa aseguradora no responde por aquellos 

riesgos que hayan sido excluidos de manera precisa.

Sostuvo que en la solicitud de incorporación, firmada por 

******* ********** **********, se estableció expresamente 

que quedaba excluido de la cobertura por muerte natural el 

fallecimiento derivado de enfermedades preexistentes, entre 

ellas diabetes mellitus, hipertensión arterial e infarto al 

miocardio, y que el asegurado manifestó haber sido informado y 

aceptar tales exclusiones.

Añadió que el certificado de defunción y los informes 

médicos emitidos por personal del Instituto Mexicano del 

Seguro Social demostraban que el asegurado padecía diabetes 

mellitus desde mil novecientos noventa e hipertensión arterial 

desde dos mil dieciocho, y que tales enfermedades 

contribuyeron a su muerte.

También afirmó que la actora proporcionó información 

contradictoria respecto de la atención médica recibida por el 

asegurado, pues negó que hubiera sido atendido por el Instituto 

Mexicano del Seguro Social, a pesar de haber exhibido 

informes expedidos por dicha institución. Con base en ello, 

invocó los artículos 69 y 70 de la Ley sobre el Contrato de 
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Seguro y sostuvo que la aseguradora estaba facultada para 

requerir información relacionada con el siniestro y quedar 

liberada de sus obligaciones cuando el beneficiario 

proporcionara datos inexactos con el propósito de inducirla a 

error.

En consecuencia, estimó que la negativa de pago fue 

procedente, porque el fallecimiento se relacionó con una 

enfermedad preexistente expresamente excluida de la 

cobertura.

Ahora, dado que las excepciones previamente sintetizadas 

se encuentran estrechamente relacionadas, su análisis se 

realiza de manera conjunta, sin que ello implique una 

transgresión al principio de exhaustividad y congruencia de los 

fallos consagrados en el artículo 17 constitucional, dado que 

éstos se cumplen al estudiarse en su integridad las cuestiones 

planteadas, sin que ello signifique que tengan que seguir el 

orden expuesto por las partes o que deban contestar 

argumentos repetitivos, ya que ello iría en demérito de otras 

subgarantías tuteladas por el referido precepto constitucional -

como las de prontitud y expedites- y del estudio y reflexión de 

otros asuntos donde los planteamientos exigen la máxima 

atención y acuciosidad judicial.

Lo anterior encuentra apoyo en las consideraciones 

contenidas en la tesis 1a. CVIII/2007, sustentada por la Primera 

Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta de la novena 

época, tomo XXV, mayo de 2007, página 793, con número de 

registro digital 172517, que dice:

“GARANTÍA A LA IMPARTICIÓN DE JUSTICIA COMPLETA 
TUTELADA EN EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. SUS 
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ALCANCES. El derecho fundamental contenido en el referido 
precepto constitucional implica, entre otras cosas, el deber de los 
tribunales de administrar justicia de manera completa, en atención a 
los cuestionamientos planteados en los asuntos sometidos a su 
consideración, analizando y pronunciándose respecto de cada punto 
litigioso, sin que ello signifique que tengan que seguir el orden 
expuesto por las partes o que deban contestar argumentos 
repetitivos, pues los órganos encargados de dirimir las controversias 
están en aptitud de precisar las cuestiones a resolver, lo que puede 
o no coincidir con la forma o numeración adoptada en los 
respectivos planteamientos, y aunque no pueden alterar los hechos 
ni los puntos debatidos, sí pueden e incluso deben definirlos, como 
cuando la redacción de los escritos de las partes es oscura, 
deficiente, equívoca o repetitiva. Esto es, los principios de 
exhaustividad y congruencia de los fallos judiciales no pueden llegar 
al extremo de obligar al juzgador a responder todas las 
proposiciones, una por una, aun cuando fueran repetitivas, ya que 
ello iría en demérito de otras subgarantías tuteladas por el referido 
precepto constitucional -como las de prontitud y expeditez- y del 
estudio y reflexión de otros asuntos donde los planteamientos exigen 
la máxima atención y acuciosidad judicial, pues la garantía a la 
impartición de justicia completa se refiere únicamente a que los 
aspectos debatidos se resuelvan en su integridad, de manera que 
sólo deben examinarse y solucionarse las cuestiones controvertidas 
que sean necesarias para emitir la decisión correspondiente”.

En concepto de quien juzga, las excepciones en estudio 

resultan infundadas, en virtud de que con el caudal probatorio 

desahogado en autos no se demuestran los extremos 

pretendidos por la parte demandada.

La postura defensiva de la empresa aseguradora se 

sustenta esencialmente en el hecho de que el fallecimiento del 

asegurado derivó de padecimientos preexistentes 

expresamente excluidos de la cobertura y que, por ende, la 

aseguradora no incurrió en incumplimiento contractual; esto es, 

la parte enjuiciada ejerció la facultad que le otorga el numeral 

47, de la ley de la materia, es decir, le atribuye incumplimiento a 

una disposición legal, pues estima que la manifestación acerca 

de la preexistencia de padecimientos se subsume en esa 

norma, por ser un hecho importante para la apreciación del 

riesgo que pudo influir en las condiciones convenidas en el 

contrato de seguro. 
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Por lo anterior, se acude a lo previsto en las normas 

invocadas por la demandada como fundamento de la recisión 

unilateral del contrato y, en vía de consecuencia, de la 

inexistencia de la obligación de pagar las sumas aseguradas.

 Al respecto, los artículos 8, 9, 10, 47 y 48 de la Ley Sobre 

el Contrato de Seguro, dispone: 

“Artículo 8. El proponente estará obligado a declarar por 
escrito a la empresa aseguradora, de acuerdo con el cuestionario 
relativo, todos los hechos importantes para la apreciación del 
riesgo que puedan influir en las condiciones convenidas, tales 
como los conozca o deba conocer en el momento de la 
celebración del contrato. 

Artículo 9. Si el contrato se celebra por un representante 
del asegurado, deberán declararse todos los hechos importantes 
que sean o deban ser conocidos del representante y del 
representado. 

Artículo 10. Cuando se proponga un seguro por cuenta de 
otro, el proponente deberá declarar todos los hechos importantes 
que sean o deban ser conocidos del tercero asegurado o de su 
intermediario.

Artículo 47. Cualquiera omisión o inexacta declaración de 
los hechos a que se refieren los artículos 8, 9 y 10 de la presente 
ley, facultará a la empresa aseguradora para considerar rescindido 
de pleno derecho el contrato, aunque no hayan influido en la 
realización del siniestro

Artículo 48. La empresa aseguradora comunicará en forma 
auténtica al asegurado o a sus beneficiarios, la rescisión del 
contrato dentro de los treinta días naturales siguientes a la fecha 
en que la propia empresa conozca la omisión o inexacta 
declaración”. 

 Analizados dichos preceptos legales, se desprende que 

en el artículo 47, el legislador estableció la facultad a favor de la 

aseguradora para rescindir de pleno derecho el contrato de 

seguro cuando, entre otros supuestos, cuando el asegurado 

omita informarle todos los hechos importantes para que pueda 

apreciar el riesgo y que puedan influir en las condiciones del 

propio contrato, sin embargo, esa facultad rescisoria tiene como 
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condición indispensable la actualización de alguno de los 

supuestos a que se refieren los numerales 8, 9 y 10 además, 

debe hacerlo del conocimiento del asegurado o de sus 

beneficiarios dentro del plazo previsto en el artículo 48 de la 

misma ley. 

De acuerdo con los términos en que se integró la litis y 

con el marco jurídico que aplica, y considerando que según lo 

previsto en el artículo 1194 del Código de Comercio, el que 

afirma está obligado a probar, y que la demandada debe probar 

sus excepciones; que en el caso se traduce en la obligación de 

la aseguradora demandada de acreditar su aseveración de que 

al momento de contratar el asegurado conocía de los 

siguientes padecimientos:

-Diabetes Mellitus tipo 2, la cual afirma fue 

diagnosticada desde el dieciocho de mayo de mil 
novecientos noventa, con base en: 

• El certificado de defunción, que la señala como 

padecimiento que contribuyó al fallecimiento. 

• El resumen clínico del Hospital Universitario, que refiere 

una evolución de treinta y un años. 

• Los resúmenes clínicos emitidos por el Instituto Mexicano 

del Seguro Social de doce de julio de dos mil veintiuno 

y veintidós de septiembre de dos mil veintiuno. 

• El expediente clínico electrónico del Instituto Mexicano del 

Seguro Social, donde afirma que el asegurado se 

encontraba bajo tratamiento. 

-Hipertensión arterial sistémica, respecto de la cual 

sostiene que fue diagnosticada desde el quince de febrero de 
dos mil dieciocho, apoyándose en: 

C
L

A
U

D
IA

 G
U

A
D

A
L

U
PE

 L
E

D
E

Z
M

A
 L

IM
O

N
706a6620636a6633000000000000000000024167
25/09/27 16:02:29

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



JUICIO ORAL MERCANTIL 681/2023-B

28

• El certificado de defunción (que refiere una evolución de 

tres años). 

• Los resúmenes clínicos del Instituto Mexicano del Seguro 

Social.

Apoya lo anterior, en lo conducente, la tesis visible en el 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima 

Época, Libro XII, Septiembre de 2012, Tomo 3, página 1964, 

registro: 159960, establecida por el Cuarto Tribunal Colegiado 

en Materia Civil del Primer Circuito, del rubro y texto: 

“RESCISIÓN DE PLENO DERECHO DEL CONTRATO DE 
SEGURO. PARA QUE SURTA SUS EFECTOS DEBE HACERSE 
DEL CONOCIMIENTO DE LOS ASEGURADOS O 
BENEFICIARIOS. El artículo 47 de la Ley sobre el Contrato de 
Seguro establece que cualquier omisión o inexacta declaración de 
los hechos a que se refieren los artículos 8o., 9o. y 10 facultarán a 
la empresa aseguradora para considerar rescindido de pleno 
derecho el contrato, y el artículo 48 del mismo ordenamiento señala 
que la empresa aseguradora comunicará en forma auténtica al 
asegurado o a sus beneficiarios, la rescisión del contrato dentro de 
los treinta días naturales siguientes a la fecha en que la propia 
empresa conozca la omisión o inexacta declaración. De lo expuesto 
deriva que es incorrecto considerar para el inicio del cómputo de los 
treinta días a que se refiere el artículo 48, la fecha en que se originó 
la causa de rescisión, debido a que la disposición es clara al 
establecer que la empresa comunicará la rescisión en forma 
auténtica al asegurado o los beneficiarios dentro de los treinta días 
siguientes a que conozca la omisión o inexacta declaración. El 
artículo 47 de la Ley sobre el Contrato de Seguro faculta a la 
empresa para considerar rescindido de pleno derecho el contrato, 
pero ello no significa que el contrato deje de surtir sus efectos 
automáticamente, porque la expresión "de pleno derecho" implica 
que la aseguradora no requiere acudir a los tribunales a solicitar 
que se declare la rescisión del contrato, sino que únicamente es 
necesaria la actualización del supuesto previsto en la ley, para que 
tenga la facultad de rescindir el contrato unilateralmente. Pero, el 
artículo 47 en estudio, no puede aplicarse en forma aislada, y para 
que la rescisión establecida unilateralmente por la empresa 
produzca sus efectos es indispensable que cumpla con el requisito 
formal que establece la propia ley en el artículo 48, de notificar en 
forma auténtica su decisión, para evitar dejar en estado de 
indefensión al asegurado o a sus beneficiarios, por lo tanto, es 
necesario que la decisión de la aseguradora sobre el ejercicio de la 
facultad de rescindir el contrato se haga del conocimiento del 
asegurado o sus beneficiarios en forma auténtica, y en el tiempo 
que la ley concede para tal efecto.” 
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Ahora bien, es importante destacar que en términos del 

artículo 1194 del Código de Comercio le corresponde a la 

aseguradora acreditar la excepción consistente en que el 

asegurado tenía conocimiento de los referidos padecimientos y 

que omitió manifestarlo, lo anterior de acuerdo con la tesis 

I.3º.C.788 C, visible en el Semanario Judicial de la Federación y 

su Gaceta, Tomo XXXI, Abril de 2010, página 2715 del Tercer 

Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, del 

rubro y texto: 

“CONTRATO DE SEGURO DE VIDA. LA COMPAÑÍA 
ASEGURADORA DEBE ACREDITAR MEDIANTE PRUEBA 
IDÓNEA QUE EL ASEGURADO TENÍA PLENO CONOCIMIENTO 
DE QUE PADECÍA UNA ENFERMEDAD PREEXISTENTE Y QUE 
OMITIÓ DECLARARLO AL LLENAR EL CUESTIONARIO 
RESPECTIVO. Conforme a lo establecido en el artículo 47 de la 
Ley Sobre el Contrato de Seguro cualquier omisión o inexacta 
declaración de los hechos importantes que sean o deban ser 
conocidos en el momento de la celebración del contrato de seguro 
por parte del asegurado, facultará a la empresa aseguradora para 
considerar rescindido de pleno derecho el contrato, aunque no haya 
influido en la realización del siniestro; sin embargo tratándose de lo 
relativo a la información que se solicita dentro de los cuestionarios 
respectivos en cuanto a las enfermedades preexistentes del 
asegurado, debe tomarse en cuenta por un lado que es imputable a 
la aseguradora el hecho de que no realice las preguntas 
conducentes que la lleven a revelar que el asegurado tiene 
conocimiento de algún padecimiento y por otra parte en términos 
del artículo 1194 del Código de Comercio le corresponde acreditar 
la excepción consistente en que el asegurado tenía conocimiento 
del padecimiento y que omitió manifestarlo, sin que baste para 
acreditar tal conocimiento, que en el certificado médico que 
previamente se elabora para la expedición del certificado de 
defunción, se establezca como causas o antecedentes del 
fallecimiento del asegurado, que entre el inicio de la enfermedad y 
la muerte haya existido un intervalo de tiempo que sea anterior a la 
fecha en que el asegurado llenó el cuestionario anexo a la solicitud 
del seguro de vida, pues esa información y la que consta en el 
certificado de defunción en todo caso sólo acreditan la muerte y las 
causas del fallecimiento, pero no que el asegurado hubiera tenido 
conocimiento de ese padecimiento al momento de contratar, pues 
para ello se estima como prueba idónea el expediente clínico 
mismo en el que conste algún estudio que se le hubiera practicado 
o algún tratamiento que haya llevado por virtud de esa enfermedad, 
por lo que al no demostrarse ese conocimiento pleno de la 
enfermedad, tampoco se acredita que hubiera omitido esa 
información al llenar el cuestionario correspondiente.”
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Es aplicable, por identidad jurídica sustancial, la tesis 

I.14o.C.15 C, emitida por el Décimo Cuarto Tribunal Colegiado 

en Materia Civil del Primer Circuito, publicada en el Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo 

XVIII, julio de 2003, visible en la página 1215, del tenor 

siguiente: 

“SEGURO DE VIDA. CORRESPONDE A LA EMPRESA 
ASEGURADORA DEMOSTRAR QUE EL ASEGURADO OMITIÓ 
INFORMAR ACERCA DE UNA ENFERMEDAD QUE YA PADECÍA 
EN EL MOMENTO DE CONTRATARLO Y DE LA CUAL TENÍA 
PLENO CONOCIMIENTO. De acuerdo a lo establecido en el 
artículo 8o. de la Ley sobre el Contrato de Seguro, el solicitante 
tendrá la obligación de declarar aquellos hechos importantes que 
puedan influir en las condiciones del contrato y sirvan a la compañía 
aseguradora para evaluar el riesgo, entre los cuales se encuentran, 
desde luego, las enfermedades que dicha persona tenga 
conocimiento que padece, ya que en caso de omisión, con base en 
el numeral 47 del ordenamiento legal en cita, la empresa 
aseguradora puede rescindir el contrato de seguro celebrado entre 
las partes, aun cuando el hecho no declarado o inexactamente 
manifestado no haya influido en la realización del siniestro. Sin 
embargo, cuando se haga valer tal hipótesis como excepción en el 
juicio mercantil en el que se reclama el pago de la suma asegurada, 
conforme al artículo 1194 del Código de Comercio, la aseguradora 
tendrá la obligación de acreditar durante el desarrollo de la secuela 
procesal, que el asegurado, al llenar el cuestionario anexo a la 
solicitud del seguro de vida, omitió señalar un hecho que le era 
conocido en ese momento y que resultó determinante para la 
apreciación del riesgo, por lo que si se trata de una enfermedad, no 
es suficiente que se demuestre que en la fecha en que entró en 
vigor el seguro de mérito, el asegurado ya padecía tal afección, sino 
que también es indispensable que se pruebe que esa persona tenía 
pleno conocimiento de que tenía dicha dolencia pues, de no ser así, 
no es dable jurídicamente determinar que el solicitante actuó de 
mala fe, ya que no podía informar acerca de un hecho que a él le 
era desconocido”. 

Bajo ese contexto, primeramente es dable acudir a lo 

dispuesto en las condiciones generales aplicables a la póliza de 

seguro cuyo cumplimiento se demanda, las cuales, en el 

apartado de padecimientos preexistentes establecen:

“Padecimientos preexistentes.

1. Se entenderá por padecimientos preexistentes aquellos que 
presenten una o varias de las características siguientes:
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a. Cuya manifestación se haya presentado antes de la fecha de alta 
del Asegurado dentro de la póliza.

b. En los que se haya realizado un diagnóstico, estudio, tratamiento 
o gasto médico previo al inicio de cobertura del Asegurado bajo la 
póliza. 

(…)

MetLife sólo podrá rechazar una reclamación por la Suma 
Asegurada adicional (monto fijo) por fallecimiento, a consecuencia 
de un padecimiento preexistente, cuando cuente con las pruebas 
que se señalan en los siguientes casos:

a) Que previamente a la celebración del contrato, se haya 
declarado la existencia de dicho padecimiento y/o enfermedad; o 
que se compruebe mediante la existencia de un expediente médico 
donde se haya elaborado un diagnóstico por un médico legalmente 
autorizado, o bien, mediante pruebas de laboratorio o gabinete, o 
por cualquier otro medio reconocido de diagnóstico para las 
siguientes enfermedades o padecimientos cáncer, infarto al 
miocardio, diabetes mellitus, Síndrome de Inmunodeficiencia 
Adquirida (SIDA), insuficiencia renal, hipertensión arterial, 
neumonía o cirrosis hepática.

b) Cuando MetLife cuente con pruebas documentales de que el 
Asegurado haya hecho gastos para recibir un diagnóstico de la 
enfermedad o padecimiento de que se trate, podrá solicitar al 
Asegurado el resultado del diagnóstico correspondiente, o en su 
caso el expediente médico o clínico, para resolver la procedencia 
de la reclamación.

c) Que previamente a la celebración del contrato, el Asegurado 
haya hecho gastos, comprobables documentalmente, para recibir 
un tratamiento médico de la enfermedad y/o padecimiento de que 
se trate.

A efecto de determinar en forma objetiva y equitativa la 
preexistencia de enfermedades y/o padecimientos, MetLife, como 
parte del procedimiento de suscripción, podrá requerir que las 
personas que ingresen al grupo se sometan a un examen médico. 
Al Asegurado que se haya sometido al examen médico al que se 
refiere el párrafo anterior, no podrá aplicársele la cláusula de 
preexistencia respecto de enfermedad y/o padecimiento alguno 
relativo al tipo de examen que se le haya aplicado, que no hubiese 
sido diagnosticado en el citado examen médico.

En el caso de que el Asegurado manifieste la existencia de una 
enfermedad y/o padecimiento ocurrido antes de la celebración del 
contrato, MetLife podrá aceptar el riesgo declarado.”
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En esa medida, se tiene que la parte demandada, para 

acreditar sus excepciones ofreció como pruebas de su intención 

los siguientes documentales:

a) Expediente clínico de  ******* ********** **********, 

formado ante el Instituto Mexicano del Seguro Social, con 

número de seguridad social es 3278561134 75M1956PE; 

documental cuya exhibición fue requerida a la parte actora e 

audiencia preliminar; y,

b) Informes rendidos por el médico  ***** ***** 

********** ********, en su carácter de Jefe de Prestaciones 

Médicas del “Hospital General de Zona con Medicina Familiar 

2”, adscrito a la Delegación Estatal de Coahuila del Instituto 

Mexicano del Seguro Social, de fechas doce de julio de dos mil 

veintiuno y veintidós de septiembre de dos mil veintiuno.

Ahora, por lo que hace a la primera de las documentales 

precisadas en el párrafo que antecede, se tiene que su 

exhibición fue solicitada a cargo de la parte actora.

En cumplimiento a dicho requerimiento, la accionante 

manifestó encontrarse imposibilitada para exhibir la documental. 

Al respecto, informó que inicialmente realizó las gestiones para 

obtenerla a través de la Plataforma Nacional de Transparencia, 

en la que se le indicó que la solicitud debía formularse 

directamente ante la Unidad de Medicina Familiar, Hospital o 

Unidad Médica de Alta Especialidad en la que obrara la 

información requerida.

Asimismo, señaló que acudió al Hospital General de Zona 

con Medicina Familiar número 2 del Instituto Mexicano del 

Seguro Social, donde formuló la solicitud correspondiente; sin 
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embargo, posteriormente se le informó que no se expedían 

copias del expediente clínico, salvo que fueran requeridas por 

una autoridad judicial.

En virtud de lo anterior, la actora sostuvo que, al tratarse 

de una prueba ofrecida por la demandada, correspondía a ésta 

manifestar si persistía en su desahogo, considerando que la 

obtención del expediente requeriría la intervención de este 

órgano jurisdiccional y, en su caso, el pago de los derechos 

correspondientes a la expedición de las copias.

Con dichas manifestaciones se dio vista a la parte 

demandada para que expresara lo que a su interés legal 

conviniera respecto de la imposibilidad manifestada por la 

actora y el desahogo de la prueba documental ofrecida.

En este punto cabe precisar que en audiencia preliminar 

celebrada el dieciséis de junio de dos mil veinticinco, se 

apercibió a la parte actora para el caso de no exhibir la referida 

documental, sin causa justificada, se tendrían ciertas las 

afirmaciones de la demandada oferente en lo concerniente a su 

contenido; ello, con apoyo en lo dispuesto por el artículo 89 del 

Código Federal de Procedimientos Civiles, supletorio al de 

Comercio, por disposición expresa de su numeral 1054.

Ahora, de la interpretación armónica del citado numeral 89 

del Código Federal de Procedimientos Civiles, se infiere que la 

intención del legislador al prever que ante la negativa de una 

parte para exhibir en juicio un documento que tiene en su 

poder, se tengan por ciertas las afirmaciones que su 

contraparte pretende acreditar con éste. Tiene sustento, en el 

hecho de que esa es la única forma en que, en el caso, la parte 

demandada puede acreditar sus excepciones, cuando no 
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cuenta con los documentos que necesita para ello, pues de otra 

manera no podría obligarse a que los exhiba quien los tiene en 

su dominio o resguardo, en tanto que al saber que estos son 

necesarios para que su contraria pueda acreditar sus 

afirmaciones y quizá la procedencia de las excepciones 

opuestas, puede suceder que se niegue a exhibirlos, y ante tal 

circunstancia se deje en estado de indefensión a la parte que 

los requiere, pues no se tendría forma alguna de obligar a su 

contrario a que los exhiba.

Cobra aplicación la jurisprudencia I.4o.C. J/28 con registro 

digital 169509, sustentada por el Cuarto Tribunal Colegiado en 

Materia Civil del Primer Circuito, publicada en la novena época 

del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, materia 

civil, tomo XXVII, página 1098, de junio de 2008, de literalidad 

siguiente:

“DOCUMENTO EN PODER O A DISPOSICIÓN DE LA 
CONTRAPARTE DEL OFERENTE. LA CONTUMACIA DE ÉSTA 
PARA APORTARLO AL JUICIO MERCANTIL GENERA LA 
LEGALIDAD DE LA DECLARACIÓN DE CERTEZA DE LAS 
AFIRMACIONES SOBRE LOS HECHOS CONTENIDOS EN ESE 
INSTRUMENTO, PRODUCIDAS POR QUIEN OFRECIÓ DICHO 
MEDIO DE PRUEBA. En los juicios mercantiles es apegada a 
derecho la determinación del juzgador, en el sentido de tener por 
ciertas las afirmaciones producidas por la parte que, para demostrar 
su dicho, ofrece el medio probatorio, cuya incorporación al juicio 
depende de la voluntad de su contraparte; pero ésta, en desacato a 
la prevención formulada al efecto, impide que la prueba llegue al 
proceso. En la emisión de este punto de vista se tiene en 
consideración, que en los procesos mercantiles hay ocasiones en 
que alguna de las partes no cuenta o no tiene a su disposición el 
medio de prueba, cuya aportación al proceso le es indispensable 
para acreditar la afirmación sobre un hecho relevante, pues se 
encuentra en poder o está a disposición de su contraparte. A este 
respecto, específicamente con relación a los documentos que deben 
acompañarse a la demanda, el penúltimo párrafo de la fracción III del 
artículo 1061 del Código de Comercio autoriza al juzgador a que, si 
se surte la hipótesis prevista en el propio precepto, aperciba con la 
imposición de una medida de apremio a quien tenga la 
responsabilidad de proporcionar el documento al interesado, para 
que éste se encuentre en condiciones de aportarlo al juicio. Este 
precepto regula una de las manifestaciones de los poderes con que 
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cuenta el juzgador en materia probatoria, para alcanzar la finalidad 
que sobre el tema, le impone el artículo 1205 del Código de 
Comercio, que es la de arribar a la verdad sobre los hechos litigiosos. 
En concordancia con los referidos preceptos se tiene asimismo en 
cuenta, que el artículo 1158 del propio código faculta al Juez a 
utilizar, sin limitación de ninguna especie, toda clase de 
apercibimientos de los que permite la ley, para hacer cumplir las 
determinaciones que dicte en toda clase de medios preparatorios a 
juicio. Si esta potestad es admisible usarla en toda clase de medios 
preparatorios, con mayor razón debe ser empleada dentro de los 
juicios, en los cuales la sociedad está interesada, no sólo en su 
pronta resolución, sino en que en cada fallo se haga patente el 
Estado de derecho, a través de la emisión de una sentencia justa. 
Por este motivo, es apegado a derecho que para recabar 
documentos en casos como el previsto en el penúltimo párrafo de la 
fracción III del artículo 1061 del Código de Comercio, el juzgador 
requiera la prueba con el apercibimiento de tener por ciertas, salvo 
prueba en contrario, las afirmaciones de la parte, cuyo oponente se 
niegue a proporcionar el propio medio probatorio que, estando en su 
poder o en condiciones de disponer, haya sido ofrecido por aquélla, 
tal y como lo dispone el artículo 89 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles. La aplicación de este precepto se justifica, 
porque el artículo 1054 del Código de Comercio autoriza la 
supletoriedad de la referida legislación procesal federal, sin que 
pueda considerarse que se esté ante la presencia de una institución 
ajena o contraria a las bases del código citado, pues los artículos 
reguladores de la prueba evidencian un sistema armónico en el que, 
en uso de los poderes conferidos por la ley, el Juez realiza los actos 
necesarios para determinar la verdad sobre los hechos debatidos, en 
acatamiento a la última parte del artículo 1205 de ese cuerpo de 
leyes, ordenamiento en el cual está prevista la institución del 
apercibimiento, por lo que solamente se recurre a la supletoriedad 
indicada, para obtener el medio gracias al cual se logra el alto fin que 
en materia probatoria establece el código en comento. De este modo, 
ante la imposibilidad material de traer al proceso la documental 
ofrecida por la parte que no cuenta con ella, la pretendida 
información cierta que esa prueba pudiera proporcionar se colma, 
con la presunción de certeza de los hechos afirmados por el oferente, 
obtenida al hacerse efectivo el apercibimiento con que fue prevenido 
quien impidió la obtención de la probanza para el juicio. Al 
procederse de esta manera, el juzgador recurre a la potestad que le 
confiere la ley, como director del proceso, para hacer cumplir sus 
determinaciones, incluso contra la voluntad de los sujetos vinculados, 
además de que utiliza un medio legal para constatar la verdad de las 
afirmaciones expuestas por las partes, aunque sea indirectamente, 
ya que no debe perderse de vista que en conformidad con el principio 
ontológico en materia de prueba (lo ordinario se presume, lo 
extraordinario se prueba) lo ordinario es que quien obstaculiza la 
obtención de un medio de convicción en el juicio es porque perjudica 
a su posición, o bien, porque favorece a la de su contraparte; por eso 
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es que cobra especial relevancia en el proceso la presunción juris 
tantum mencionada, pues la verdad que no pudo obtenerse con la 
prueba requerida se logra mediante el referido medio indirecto.

Sin embargo, en el caso no procede hacer efectivo el 

apercibimiento decretado a la parte actora en audiencia 

preliminar, consistente en tener por ciertas las afirmaciones que 

la demandada pretendía acreditar con el expediente clínico del 

asegurado ******* ********** **********.

Ello es así, pues la consecuencia prevista en el artículo 89 

del Código Federal de Procedimientos Civiles parte del 

supuesto de que la persona requerida tenga en su poder o bajo 

su disponibilidad el documento cuya exhibición se solicita y, no 

obstante ello, se niegue injustificadamente a presentarlo, pues 

sólo en ese escenario la falta de exhibición puede constituir una 

conducta obstructiva susceptible de generar una presunción 

contraria a sus intereses.

En el caso, la parte actora justificó la imposibilidad que le 

asistía para exhibir el expediente clínico requerido, pues allegó 

documentales expedidas por el Instituto Mexicano del Seguro 

Social con las que acreditó haber realizado las gestiones 

pertinentes para obtenerlo; asimismo, hizo del conocimiento de 

este órgano jurisdiccional que acudió directamente a la unidad 

médica correspondiente y que le fue informado que las copias 

del expediente clínico únicamente podían proporcionarse 

mediante requerimiento formulado por una autoridad judicial.

De ahí que la falta de exhibición de la documental no 

pueda considerarse una negativa injustificada ni una conducta 

atribuible a la parte actora tendente a obstaculizar su desahogo, 

pues ésta desplegó las actuaciones que se encontraban a su 

alcance para obtenerla y justificó la imposibilidad material que 

enfrentó para allegarla directamente al juicio.
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Además, con dichas manifestaciones se dio vista a la 

parte demandada, en su carácter de oferente de la prueba, para 

que expresara lo que a su interés legal conviniera. Por tanto, 

una vez evidenciada la imposibilidad de la actora para obtener 

directamente el expediente clínico, correspondía a la enjuiciada, 

como oferente y principal interesada en su desahogo, promover 

lo necesario o realizar las gestiones pertinentes para lograr su 

incorporación al juicio, incluso solicitar, de estimarlo 

conducente, que este órgano jurisdiccional formulara el 

requerimiento respectivo al Instituto Mexicano del Seguro 

Social.

Sin embargo, la demandada no realizó actuación alguna 

tendente a lograr la obtención y desahogo de la documental que 

ella misma ofreció, pese a haber tenido conocimiento de las 

razones por las cuales la actora se encontraba imposibilitada 

para exhibirla.

En esas condiciones, no resulta jurídicamente válido 

trasladar a la parte actora las consecuencias desfavorables 

derivadas de la falta de desahogo de una prueba ofrecida por 

su contraparte, cuando aquélla acreditó haber realizado las 

gestiones necesarias para su obtención y justificó la 

imposibilidad de exhibirla, mientras que la propia oferente, una 

vez enterada de tal circunstancia, no impulsó los medios a su 

alcance para lograr su incorporación al juicio.

Consecuentemente, al encontrarse justificada la falta de 

exhibición del expediente clínico y no advertirse una conducta 

de resistencia u obstrucción imputable a la parte actora, no 
resulta procedente hacer efectivo el apercibimiento 
decretado en audiencia preliminar, por lo que no pueden 
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tenerse por ciertas las afirmaciones que la demandada 

pretendía demostrar con dicha documental.

Lo anterior, en virtud de que en los juicios mercantiles 
corresponde a las partes actuar y promover con mayor 
atención y cuidado, lo que obliga a este órgano jurisdiccional a 

respetar los principios de imparcialidad, equilibrio procesal e 

igualdad entre las partes.

Sirve de apoyo a lo anterior, la jurisprudencia J/50, visible 

en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo 

XXIII, Junio de 2006, Novena Época, Materia Civil, visible a 

página 1045, con registro digital 174859, emitida por el Sexto 

Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, de rubro 

y texto: 

“PRINCIPIO DE ESTRICTO DERECHO. OPERA CON MAYOR 
RIGOR EN LA MATERIA MERCANTIL, QUE EN LA CIVIL. En los 
juicios mercantiles opera con mayor rigor el principio dispositivo de 
estricto derecho que en las controversias de carácter meramente 
civil, lo que significa que a los contendientes, ante una actitud u 
omisión del órgano jurisdiccional que les perjudique, les compete 
actuar, promover y gestionar con más atención y cuidado, en el 
momento procesal oportuno, que sus pruebas sean admitidas y 
desahogadas, buscando con ello, que sus peticiones se satisfagan 
para inclinar el ánimo del juzgador y así lograr posiciones 
favorables ante la parte contraria.”

Ahora bien, por lo que respecta a las documentales 

consistentes en Informes rendidos por el médico ***** ***** 

********** ********, en su carácter de Jefe de Prestaciones 

Médicas del “Hospital General de Zona con Medicina Familiar 

2”, adscrito a la Delegación Estatal de Coahuila del Instituto 

Mexicano del Seguro Social, de fechas doce de julio de dos mil 

veintiuno y veintidós de septiembre de dos mil veintiuno; 

documentales que merecen valor probatorio indiciario por las 

consideraciones que a continuación se exponen.
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Primeramente es dable señalar que a dichas documentales 

les reviste el carácter de documentales públicas, de conformidad 

con lo dispuesto por el artículo 1237 y 1292 del Código de 

Comercio, pues fueron expedidos por un funcionario público en 

ejercicio de sus funciones. 

“Artículo. 1,237. Son instrumentos públicos los que están 
reputados como tales en las leyes comunes, y además las pólizas de 
contratos mercantiles celebrados con intervención de corredor y 
autorizados por éste, conforme á lo dispuesto en el presente Código.”

En efecto dichos informes fueron presuntamente emitidos 

por un servidor público en ejercicio del cargo que desempeña 

dentro del Instituto Mexicano del Seguro Social, organismo 

público descentralizado de la Administración Pública Federal. 

Ahora, las documentales en análisis fueron allegadas de 

manera electrónica a través del Portal de Servicios en Línea del 

Poder Judicial de la Federación; sin embargo en ninguna parte 

del escrito de demanda se advierte manifestación en torno a 

que dicho documento fuera copia íntegra e inalterada de su 

original impreso.

A ese respecto el artículo 2, fracción XV, y, 3, fracción VI, 

del Acuerdo General del Pleno del Órgano de Administración 

Judicial que regula la integración y trámite del expediente 

electrónico y el uso de videoconferencias en todos los asuntos 

competencia de los órganos jurisdiccionales a cargo del 

Órgano, disponen lo siguiente:

“Artículo 2. Para los efectos de este Acuerdo General se entenderá 
por:

(…)
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XV. Documento digitalizado: versión electrónica de un documento 
físico o impreso que se reproduce mediante un procedimiento de 
escaneo u otro análogo;

(…)

Artículo 3. La integración y consulta de los expedientes electrónicos 
regulados en el presente Acuerdo General se regirán por las 
siguientes bases:

(…)

VI. Los documentos públicos que se ingresen a un expediente 
electrónico mediante el uso de Firma Electrónica conservarán el 
valor probatorio que les corresponde conforme a la legislación 
aplicable, siempre y cuando al presentarse por vía electrónica se 
manifieste bajo protesta de decir verdad que el documento 
digitalizado respectivo es copia íntegra e inalterada del documento 
impreso. Al respecto, la juzgadora o juzgador que conozca del 
asunto podrá solicitar, de manera oficiosa o a petición de algunas 
de las partes legitimadas para tal efecto, el cotejo con el documento 
original, o su incorporación al expediente hasta el momento 
procesal oportuno;
(…)”

En relación con lo anterior, el artículo 12, inciso f) del 

Acuerdo General Conjunto 1/2013 de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, del Tribunal Electoral del Poder Judicial 

de la Federación y del entonces Consejo de la Judicatura 

Federal, establece:

“Artículo 12. El expediente electrónico coincidirá íntegramente en su 
contenido con el expediente impreso que se lleva en los órganos 
jurisdiccionales, y será administrado desde el sistema electrónico 
de control de expedientes de cada órgano del Poder Judicial de la 
Federación. La Suprema Corte, el Tribunal Electoral y el Consejo, 
por conducto de sus órganos competentes, emitirán los manuales o 
instructivos que resulten necesarios para regular el ingreso y la 
consulta del expediente electrónico conforme a las siguientes 
bases:

(…)

f) Los documentos electrónicos ingresados por las partes a los 
sistemas electrónicos mediante el uso de certificados digitales de 
firma electrónica, producirán los mismos efectos que los 
presentados con firma autógrafa. Los documentos públicos que se 
ingresen a un expediente electrónico mediante el uso de la FIREL, 
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no perderán el valor probatorio que les corresponde conforme a la 
ley, siempre y cuando se presenten manifestando bajo protesta de 
decir verdad, por vía electrónica, que el documento electrónico 
respectivo es copia íntegra e inalterada del documento impreso;

(…)”

Las disposiciones transcritas evidencian que, tratándose 

de documentos públicos digitalizados que sean presentados de 

manera electrónica, conservarán el valor probatorio que les 

corresponde conforme a la ley, siempre y cuando se presenten 

manifestando bajo protesta de decir verdad que el documento 

electrónico respectivo es copia íntegra e inalterada del 

documento impreso.

En ese contexto, toda vez que los informes médicos de 

doce de julio y veintidós de septiembre de dos mil veintiuno 

fueron incorporados al expediente de manera electrónica, sin 

que la parte oferente manifestara bajo protesta de decir verdad 

que los documentos digitalizados correspondían a copias 

íntegras e inalteradas de sus originales impresos, no se 

satisface el requisito previsto en las disposiciones anteriormente 

transcritas para que conserven el valor probatorio que, por su 

naturaleza, pudiera corresponderles.

No obstante, dicha circunstancia no conduce a privarlos 

de todo alcance demostrativo, pues constituyen elementos de 

convicción que obran incorporados al expediente y cuyo 

contenido puede ser ponderado en conjunto con el restante 

material probatorio.

Por tanto, a los informes rendidos por  ***** ***** 

********** ********, en su carácter de Jefe de Prestaciones 

Médicas del Hospital General de Zona con Medicina Familiar 

número 2 del Instituto Mexicano del Seguro Social, de doce de 
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julio y veintidós de septiembre de dos mil veintiuno, se les 
reconoce únicamente valor probatorio indiciario, de modo 

que, por sí solos, resultan insuficientes para acreditar 

plenamente los hechos que en ellos se consignan, sin perjuicio 

de que su contenido pueda ser adminiculado con los demás 

medios de convicción que obran en autos para determinar, en 

su oportunidad, el alcance demostrativo que corresponda.

Sobre ese particular, se tiene que la parte demandada 

ofreció como medio de convicción el reconocimiento ante la 

presencia judicial a cargo de  ***** ***** ********** 

********, en su carácter de Jefe de Prestaciones Médicas del 

Hospital General de Zona con Medicina Familiar número 2 del 

Instituto Mexicano del Seguro Social, quien, en diligencia 

celebrada el cuatro de febrero de dos mil veintiséis, al tener a la 

vista los informes médicos de doce de julio y veintidós de 

septiembre de dos mil veintiuno, manifestó: “Los documentos 
que se me ponen a la vista son copia, además la firma que 
calza en cada uno de ellos, no es la mía”.

En esas condiciones, los informes médicos de doce de 

julio y veintidós de septiembre de dos mil veintiuno carecen de 

eficacia probatoria para demostrar los hechos que la parte 

demandada pretende acreditar con su contenido.

Ello es así, pues como previamente se estableció, tales 

documentales públicas fueron incorporadas al expediente de 

manera electrónica, sin que la parte oferente manifestara bajo 

protesta de decir verdad que las versiones digitalizadas 

correspondían a copias íntegras e inalteradas de sus originales 

impresos, razón por la cual únicamente se les reconoció valor 

probatorio indiciario.
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Sin embargo, dicho indicio no se encuentra robustecido 

con algún otro elemento de convicción que permita corroborar 

su autenticidad; por el contrario, se encuentra desvirtuado con 

el resultado del reconocimiento ante la presencia judicial 

ofrecido por la propia demandada, pues  ***** ***** 

********** ********, a quien se atribuyó la emisión de los 

referidos informes en su carácter de Jefe de Prestaciones 

Médicas del Hospital General de Zona con Medicina Familiar 

número 2 del Instituto Mexicano del Seguro Social, al tenerlos a 

la vista manifestó expresamente que se trataba de copias y que 

las firmas que obraban en ellos no correspondían a la suya.

Tal circunstancia resulta relevante, pues quien aparece 

como supuesto autor de los documentos desconoció 

expresamente la firma que se le atribuye, sin que obre en autos 

algún otro medio de prueba idóneo que permita establecer que 

efectivamente fueron emitidos o suscritos por dicha persona o, 

en su caso, por alguna otra autoridad facultada del Instituto 

Mexicano del Seguro Social.

Por tanto, ante la falta de certeza respecto de la 

autenticidad y autoría de los informes médicos, su contenido no 

resulta apto para generar convicción respecto de los hechos ahí 

asentados y, particularmente, para demostrar que  ******* 

********** ********** hubiera sido diagnosticado con diabetes 

mellitus desde el dieciocho de mayo de mil novecientos noventa 

o con hipertensión arterial desde el quince de febrero de dos mil 

dieciocho.

Consecuentemente, las documentales en análisis carecen 

de eficacia demostrativa para acreditar la preexistencia de los 

padecimientos invocados por la aseguradora como sustento de 

la exclusión de cobertura y, por ende, no pueden ser 
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consideradas para justificar, por sí mismas, la negativa de pago 

de la indemnización reclamada.

La parte demandada ofreció prueba pericial en materia de 

medicina, misma que fue admitida en audiencia preliminar, 

designándose a la profesionista propuesta y apercibiéndose a la 

oferente que, de no rendirse el dictamen correspondiente, se 

declararía desierta la prueba, de conformidad con lo dispuesto 

por el artículo 1390 Bis 47, primer párrafo, del Código de 

Comercio.

Ahora, respecto de la prueba pericial en materia de 
medicina, ofrecida por la demandada a cargo de  ******* 

***** ******* ******, debe decirse, en primer lugar que, para 

valorar la indicada prueba, es preciso señalar que el artículo 

1301 del Código de Comercio, dispone que la fe de los juicios 

periciales, incluso el cotejo  de letras, será calificada por el 

juzgador según las circunstancias.

De acuerdo con lo anterior, el juez tiene la facultad para 

apreciar el valor de la prueba pericial según las circunstancias, 

lo que debe realizar, evidentemente, atendiendo a las reglas de 

la lógica, sana crítica y máximas de la experiencia, exponiendo 

cuidadosamente los fundamentos de la valoración jurídica y de 

su decisión; esto es, sin razonar a voluntad, discrecionalmente 

o arbitrariamente.

En este orden, se tiene que el peritaje es una actividad 

humana de carácter procesal, desarrollada en virtud de encargo 

judicial por personas distintas de las partes del proceso, 

especialmente calificadas por su experiencia o conocimientos 

técnicos, artísticos o científicos y mediante la cual se 

suministran al juez argumentos y razones para la formación de 

su convencimiento respecto de ciertos hechos también 
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especiales, cuya percepción o cuyo entendimiento escapa a las 

aptitudes del común de la gente y requieren esa capacidad 

particular para su adecuada percepción y la correcta 

verificación de sus relaciones con otros hechos, de sus causas 

y de sus efectos o simplemente, para su apreciación e 

interpretación.

Sustenta lo anterior, la jurisprudencia I.3o.C. J/33, del 

Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, 

consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, Novena Época, Tomo XX, Julio de 2004, página 1490, 

con registro digital: 181056, que dice: 

“PRUEBA PERICIAL, VALORACIÓN DE LA. SISTEMAS. En 
la valoración de las pruebas existen los sistemas tasados o legales y 
pruebas libres, o de libre convicción. Las pruebas legales son 
aquellas a las que la ley señala por anticipado la eficacia probatoria 
que el juzgador debe atribuirles. Así, el Código de Comercio en sus 
artículos 1287, 1291 a 1294, 1296, 1298 a 1300, 1304 y 1305, 
dispone que la confesión judicial y extrajudicial, los instrumentos 
públicos, el reconocimiento o inspección judicial y el testimonio 
singular, hacen prueba plena satisfechos diversos requisitos; que las 
actuaciones judiciales, los avalúos y las presunciones legales hacen 
prueba plena, y que el documento que un litigante presenta, prueba 
plenamente en su contra. Por otra parte, las pruebas de libre 
convicción son las que se fundan en la sana crítica, y que constituyen 
las reglas del correcto entendimiento humano. En éstas interfieren 
las reglas de la lógica con las reglas de la experiencia del Juez, que 
contribuyen a que pueda analizar la prueba con arreglo a la sana 
razón y a un conocimiento experimental de las cosas. Esos principios 
se encuentran previstos en el artículo 402 del Código de 
Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, al establecer que los 
medios de prueba aportados y admitidos serán valorados en su 
conjunto por el juzgador, atendiendo a las reglas de la lógica y de la 
experiencia, exponiendo cuidadosamente los fundamentos de la 
valoración jurídica y de su decisión. De modo que salvo en aquellos 
casos en que la ley otorga el valor probatorio a una prueba, el Juez 
debe decidir con arreglo a la sana crítica, esto es, sin razonar a 
voluntad, discrecionalmente o arbitrariamente. Las reglas de la sana 
crítica consisten en su sentido formal en una operación lógica. Las 
máximas de experiencia contribuyen tanto como los principios lógicos 
a la valoración de la prueba. En efecto, el Juez es quien toma 
conocimiento del mundo que le rodea y le conoce a través de sus 
procesos sensibles e intelectuales. La sana crítica es, además de la 
aplicación de la lógica, la correcta apreciación de ciertas 
proposiciones de experiencia de que todo hombre se sirve en la vida. 
Luego, es necesario considerar en la valoración de la prueba el 
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carácter forzosamente variable de la experiencia humana, tanto 
como la necesidad de mantener con el rigor posible los principios de 
la lógica en que el derecho se apoya. Por otra parte, el peritaje es 
una actividad humana de carácter procesal, desarrollada en virtud de 
encargo judicial por personas distintas de las partes del proceso, 
especialmente calificadas por su experiencia o conocimientos 
técnicos, artísticos o científicos y mediante la cual se suministran al 
Juez argumentos y razones para la formación de su convencimiento 
respecto de ciertos hechos, también especiales, cuya percepción o 
cuyo entendimiento escapa a las aptitudes del común de la gente y 
requieren esa capacidad particular para su adecuada percepción y la 
correcta verificación de sus relaciones con otros hechos, de sus 
causas y de sus efectos o, simplemente, para su apreciación e 
interpretación. Luego, la peritación cumple con una doble función, 
que es, por una parte, verificar hechos que requieren conocimientos 
técnicos, artísticos o científicos que escapan a la cultura común del 
Juez y de la gente, sus causas y sus efectos y, por otra, suministrar 
reglas técnicas o científicas de la experiencia especializada de los 
peritos, para formar la convicción del Juez sobre tales hechos y para 
ilustrarlo con el fin de que los entienda mejor y pueda apreciarlos 
correctamente. Por otra parte, en materia civil o mercantil el valor 
probatorio del peritaje radica en una presunción concreta, para el 
caso particular de que el perito es sincero, veraz y posiblemente 
acertado, cuando es una persona honesta, imparcial, capaz, experta 
en la materia de que forma parte el hecho sobre el cual dictamina 
que, además, ha estudiado cuidadosamente el problema sometido a 
su consideración, ha realizado sus percepciones de los hechos o del 
material probatorio del proceso con eficacia y ha emitido su concepto 
sobre tales percepciones y las deducciones que de ellas se 
concluyen, gracias a las reglas técnicas, científicas o artísticas de la 
experiencia que conoce y aplica para esos fines, en forma explicada, 
motivada, fundada y conveniente. Esto es, el valor probatorio de un 
peritaje depende de si está debidamente fundado. La claridad en las 
conclusiones es indispensable para que aparezcan exactas y el Juez 
pueda adoptarlas; su firmeza o la ausencia de vacilaciones es 
necesaria para que sean convincentes; la lógica relación entre ellas y 
los fundamentos que las respaldan debe existir siempre, para que 
merezcan absoluta credibilidad. Si unos buenos fundamentos van 
acompañados de unas malas conclusiones o si no existe armonía 
entre aquéllos y éstas o si el perito no parece seguro de sus 
conceptos, el dictamen no puede tener eficacia probatoria. Al Juez le 
corresponde apreciar estos aspectos intrínsecos de la prueba. No 
obstante ser una crítica menos difícil que la de sus fundamentos, 
puede ocurrir también que el Juez no se encuentre en condiciones de 
apreciar sus defectos, en cuyo caso tendrá que aceptarla, pero si 
considera que las conclusiones de los peritos contrarían normas 
generales de la experiencia o hechos notorios o una presunción de 
derecho o una cosa juzgada o reglas elementales de lógica, o que 
son contradictorias o evidentemente exageradas o inverosímiles, o 
que no encuentran respaldo suficiente en los fundamentos del 
dictamen o que están desvirtuadas por otras pruebas de mayor 
credibilidad, puede rechazarlo, aunque emane de dos peritos en 
perfecto acuerdo. Por otra parte, no basta que las conclusiones de 
los peritos sean claras y firmes, como consecuencia lógica de sus 
fundamentos o motivaciones, porque el perito puede exponer con 
claridad, firmeza y lógica tesis equivocadas. Si a pesar de esta 
apariencia el Juez considera que los hechos afirmados en las 
conclusiones son improbables, de acuerdo con las reglas generales 
de la experiencia y con la crítica lógica del dictamen, éste no será 
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conveniente, ni podrá otorgarle la certeza indispensable para que lo 
adopte como fundamento exclusivo de su decisión, pero si existen en 
el proceso otros medios de prueba que lo corroboren, en conjunto 
podrán darle esa certeza. Cuando el Juez considere que esos 
hechos son absurdos o imposibles, debe negarse a aceptar las 
conclusiones del dictamen.”.

En efecto, como ya se precisó, el artículo 1301 del Código 

de Comercio establece: “La fe de los demás juicios periciales, 

incluso el cotejo de letras, será calificada por el juez según las 

circunstancias”.

Ese precepto forma parte del capítulo XX del Libro Quinto 

del Código de Comercio, denominado “Del valor de las 

pruebas”, es decir, en él se establecen las reglas según las 

cuales se determinará el valor de cada medio probatorio. 

En relación con la prueba pericial, en el capítulo se 

establecen dos preceptos, los artículos 1300 y el 1301. En el 

primero se estipula una tasación respecto de un tipo de prueba 

pericial, el avalúo, al cual se le confiere prueba plena; en el 

segundo se establece la regla de valoración del resto de los 

juicios periciales, en el sentido de que su fe será calificada por 

el juez según las circunstancias.

Lo anterior muestra que el Código de Comercio prevé un 

sistema mixto de valoración de la prueba, según el cual, 

respecto de algunas se predetermina su valor de manera 

general, en tanto que, respecto a otras, ese valor no aparece 

fijado en la ley, sino que el juez se lo asigna. Esto es, se 

combina el sistema tasado de la prueba, con el sistema de la 

prueba libre.

En efecto, este sistema no significa la ausencia total de 

reglas para llevar a cabo la valoración de los medios 
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probatorios, sino que sujeta al juzgador a aplicar criterios 

racionales al llevar a cabo esa tarea, los cuales se basan 

fundamentalmente en la lógica y las máximas de la experiencia: 

“…es la racionalidad moderna, libre de vínculos formales, 

basada en la lógica de la probabilidad, inspirada en criterios 

científicos y en el sentido común, flexible y adaptable a las 

exigencias de la verdad empírica”.4

Dicha racionalidad, ofrece la ventaja de permitir la 

evolución de los criterios, mediante su adaptación a las 

circunstancias prevalecientes al momento de resolver, y a su 

vez, constituye el instrumento de control del juicio del juez.

Para eso, resulta de suma relevancia el deber de 

motivación de la sentencia, donde el juzgador demuestre el uso 

de tal racionalidad, con la explicitación de las razones que lo 

llevaron a conferir determinado valor a los juicios periciales y, 

con esto, a enunciar los criterios que adoptó al respecto, porque 

sólo de esa manera se puede estar en condiciones de 

determinar si su decisión obedeció a criterios racionales y 

objetivos o si imperó su subjetividad.

De esa manera, las partes estarán en condiciones de 

cuestionar la racionalidad del criterio del juez, caso por caso, es 

decir, si sus razones son válidas conforme a la lógica o a las 

máximas de la experiencia5.

En ese contexto, el valor de las pruebas periciales, de 

acuerdo a lo anteriormente expuesto, queda a la prudente 

calificación del juzgador, valoración que indefectiblemente debe 

efectuarse atendiendo a las circunstancias del caso.

4 TARUFFO, Michele. La Prueba de los Hechos, primera edición, Trotta, Madrid, 2002, p. 395.
5 Amparo directo en revisión 3418/2013, Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

C
L

A
U

D
IA

 G
U

A
D

A
L

U
PE

 L
E

D
E

Z
M

A
 L

IM
O

N
706a6620636a6633000000000000000000024167
25/09/27 16:02:29

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



JUZGADO DE DISTRITO EN MATERIA MERCANTIL FEDERAL EN LA 
LAGUNA, CON RESIDENCIA EN TORREÓN, COAHUILA DE ZARAGOZA.

JUICIO ORAL MERCANTIL 681/2023-B

49

La eficacia demostrativa de este complejo medio de 

prueba no dependerá de lo unitario, unanimidad, mayoría o 

siquiera del conjunto de opiniones al respecto, sino de que el 

dictamen acompañado cumpla con la finalidad por la cual fue 

realizado, es decir, que sirva para esclarecer el punto respecto 

del cual se requiere tener conocimientos técnicos o científicos a 

fin de dilucidarlo en auxilio del juzgador, tomando en cuenta las 

circunstancias objetivas y subjetivas que priven en su 

elaboración y resultado, así como las reglas de la lógica, 

equidad y justificación que deben regir toda sentencia, ya que 

sólo así se podrá tener una dimensión de los razonamientos en 

que el perito basó su opinión, y por ende, la factibilidad y 

veracidad de las conclusiones a que este arribó.

Ahora, se debe destacar que la prudente apreciación, 

“según las circunstancias”, establecida por el legislador, debe 

entenderse referida a aquel proceder que el juzgador que 

conozca del caso específico, al atender y aquilatar los 

elementos arrojados con una prueba de la naturaleza de que se 

trata, sustentará en todo momento en las reglas de la lógica y la 

sana crítica, lo que indudablemente se apoyará en su 

experiencia.

En el caso de una prueba pericial, dada su naturaleza, 

sobresale la necesidad de que el juzgador, como persona que 

es, a efecto de llegar a utilizar una “prudente estimación”, lejos 

de emplear juicios irracionales o bien, situaciones imprecisas o 

improbables, deberá partir siempre de aquellas cosas y casos 

que la experiencia le conduzcan a un debido raciocinio, es 

decir, su proceder irá siempre de la mano de la lógica, nunca de 

la arbitrariedad ni de la irracionalidad.
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De manera que, quien juzga, al valorar un dictamen o 

varios dictámenes periciales, lejos de concretarse a advertir y 

adoptar como acertadas la o las conclusiones que ahí se 

viertan, habrá de atender, razonando, a la claridad y calidad con 

que se emiten, además de diversos factores que podrán 

sustentar la convicción a que se llegue, como serían los 

fundamentos y datos o elementos correctamente empleados, la 

claridad en su análisis, la no exposición de conclusiones que 

escapen a la función del perito y/o que sean exageradas, o 

poco probables, las reglas lógicas utilizadas, la verosimilitud de 

los juicios de valor contenidos en el dictamen, etcétera.

En la inteligencia de que en la estimación y conclusión 

que al respecto adopte el juzgador, deberá hacerlo analizando 

todos los dictámenes rendidos en el juicio, expresando las 

razones por las cuales les otorgan o niegan valor probatorio. 

Es decir, conforme al mencionado artículo 1301 del 

Código de Comercio, la fe de los juicios periciales debe ser 

calificada por el juez según las circunstancias, por lo que este 

posee la facultad de analizar en el caso en concreto, si la 

opinión de los profesionistas llamados a juicio como auxiliares 

de la justicia, poseen los elementos indispensables para crearle 

convicción en determinado sentido.

Mas, como se dijo, el ejercicio de esa facultad debe estar 

sustentada en razones objetivas, de modo tal que el juzgador 

externe el por qué los dictámenes periciales le permiten 

resolver el asunto en la forma en que lo hizo.

Sin embargo, habiéndose desahogado dichas pruebas, 

las determinaciones del o los peritos en sus respectivos 

dictámenes, no son obligatorias para el juzgador, ya que sólo 

constituyen órganos auxiliares que aportan opiniones 
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meramente técnicas respecto de materias que, por lo general, 

no pueden ser del dominio del órgano jurisdiccional. 

En efecto, el juzgador conserva su libertad y soberanía 
decisoria para apreciar las pruebas, asignándoles valor al o 

los dictámenes de los peritos. Por tanto, los dictámenes no 

deciden sobre la cuestión sometida a su consideración, ya que 

aquéllos pudieran no resultar convincentes para el órgano 

jurisdiccional.

Así lo consideró la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, funcionando en Pleno, al sustentar en un caso análogo 

–materia administrativa– en la tesis aislada derivada de la 

ejecutoria pronunciada en el amparo directo en revisión número 

314/99, consultable en la página 25, del Tomo XII, Septiembre 

de 2000, Novena Época, del Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, del tenor siguiente:

“FIRMAS. LOS DICTÁMENES QUE RESPECTO A SU 
FALSEDAD O AUTENTICIDAD EMITAN LOS PERITOS EN EL 
INCIDENTE PREVISTO EN EL ARTÍCULO 229 DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN, NO OBLIGAN AL MAGISTRADO 
INSTRUCTOR.  Del análisis de lo dispuesto en el artículo 229 del 
Código Fiscal de la Federación se advierte que el Magistrado 
instructor puede allegarse de los elementos necesarios de prueba 
para decidir respecto a la falsedad o autenticidad de documentos. 
Ahora bien, debe considerarse que tratándose de la autenticidad de 
la firma de un documento, incluyendo promociones o actuaciones del 
juicio, el medio de convicción idóneo es la pericial caligráfica o 
grafoscópica, ya que mediante esa probanza que es desahogada por 
personas calificadas en la materia, por contar con los conocimientos 
técnicos necesarios, se puede llegar a la conclusión respecto a la 
certeza de la firma de un documento, esto es, si lo signa la persona 
que afirma hacerlo. Sin embargo, habiéndose desahogado dicha 
prueba, las determinaciones de los peritos en sus respectivos 
dictámenes, no son obligatorias para el Magistrado instructor, ya que 
sólo constituyen órganos auxiliares que aportan al juzgador opiniones 
meramente técnicas respecto de materias que, por lo general, no 
pueden ser del dominio del órgano jurisdiccional, es decir, el 
Magistrado conserva su libertad y soberanía decisoria para 
apreciar las pruebas y es quien le asigna valor al dictamen de 
los peritos y con base en esa valoración emite su decisión. Por 
tanto, los dictámenes de los peritos no deciden sobre la 

C
L

A
U

D
IA

 G
U

A
D

A
L

U
PE

 L
E

D
E

Z
M

A
 L

IM
O

N
706a6620636a6633000000000000000000024167
25/09/27 16:02:29

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



JUICIO ORAL MERCANTIL 681/2023-B

52

autenticidad o falsedad de la firma, ya que aquéllos pudieran no 
resultar convincentes para el órgano jurisdiccional”.”. 
[El énfasis es de este juzgado].

De manera que, al aquilatar quien juzga un dictamen o 

varios dictámenes periciales, lejos de concretarse a advertir y 

adoptar –ipso facto– como acertadas la o las conclusiones que 

ahí se viertan, habrá de atender, razonándolo, la claridad y 

calidad con que se emiten, además de diversos factores que 

podrán sustentar la convicción a que se llegue, como serían los 

fundamentos y datos o elementos correctamente empleados, la 

claridad en su análisis, la no exposición de conclusiones que 

escapen a la función del perito y/o que sean exageradas, o 

poco probables, las reglas lógicas utilizadas, la verosimilitud de 

los juicios de valor contenidos en el dictamen, etcétera.

Las anteriores explicaciones tienen sustento en la 

jurisprudencia de la Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, consultable en la página 45, con el 

número 90/2005, Tomo XXII, Septiembre de 2005, del 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que dice:

“DICTÁMENES PERICIALES NO OBJETADOS. SU 
VALORACIÓN. En relación con la facultad de los Jueces para 
apreciar las pruebas, la legislación mexicana adopta un sistema 
mixto de valoración, pues si bien concede arbitrio judicial al juzgador 
para apreciar ciertos medios probatorios (testimoniales, periciales o 
presuntivos), dicho arbitrio no es absoluto, sino restringido por 
determinadas reglas. En tal virtud, el hecho de que no se objete 
algún dictamen pericial exhibido en autos, no implica que éste 
necesariamente tenga valor probatorio pleno, pues conforme al 
principio de valoración de las pruebas, el juzgador debe analizar 
dicha probanza para establecer si contiene los razonamientos 
en los cuales el perito basó su opinión, así como las 
operaciones, estudios o experimentos propios de su arte que lo 
llevaron a emitir su dictamen, apreciándolo conjuntamente con 
los medios de convicción aportados, admitidos y desahogados 
en autos, atendiendo a las reglas de la lógica y de la experiencia, 
exponiendo los fundamentos de su valoración y de su decisión. 
Por tanto, la falta de impugnación de un dictamen pericial no impide 
al Juez de la causa estudiar los razonamientos técnicos propuestos 
en él, para estar en posibilidad de establecer cuál peritaje merece 
mayor credibilidad y pronunciarse respecto de la cuestión debatida, 
determinando según su particular apreciación, la eficacia probatoria 
del aludido dictamen.” 
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[El énfasis es de este juzgado].

También, es aplicable la diversa aislada que sustentó la 

Sala Auxiliar de aquel Alto Tribunal, visible en la página 376, 

Tomo 175-180 Séptima Parte, Séptima Época, del Semanario 

Judicial de la Federación, que se transcribe:

“PRUEBA PERICIAL, APRECIACIÓN DE LA. La prueba 
pericial tiene por objeto que personas calificadas, con conocimientos 
especiales en una ciencia o arte, ilustren al juzgador en cuestiones 
técnicas que escapan a su pericia y conocimiento. En consecuencia, 
un peritaje deba dar luz al Juez sobre las cuestiones que ignora y 
que forman parte de la controversia. Pero dar luz no significa, en este 
contexto, hacer aseveraciones abstractas y generales, enunciar 
principios y formular enunciados, más o menos vagos. Ilustrar el 
criterio del Juez implica explicarle en forma detallada, a su alcance, 
el contenido y significado de aquellos enunciados y principios, y 
hacer una aplicación concreta, detallada e individual de los mismos a 
los hechos controvertidos del caso, para que el juzgador, con ese 
aprendizaje, pueda por sí mismo, hasta donde es razonable posible, 
efectuar los razonamientos técnicos o revisarlos, para que esté en 
posibilidad de determinar qué peritaje es el que le merece mayor 
credibilidad. Si los peritos se limitan a afirmar sus conocimientos y a 
hacer aseveraciones dogmáticas y generales que el Juez tiene que 
aceptar sin entenderlas, la prueba no está llenando su función. 
Aunque es claro que, según la complicación intrínseca del tema 
científico o artístico, la dificultad de explicar las cosas al juzgador de 
manera que las entienda y pueda razonar sobre ellas, puede ser 
mayor o menor. Pero en todo caso, la función del peritaje, aun en 
esos casos, es hacer algo así como una exposición de divulgación 
científica, para que el jurista pueda formarse una idea de las 
cuestiones técnicas o científicas involucradas, y elaborar un juicio 
propio sobre cuál de los peritajes es el correcto, cuando no son 
coincidentes. Y en principio, es claro que el juez debe dar mayor 
valor al peritaje que más luces le dé sobre las cuestiones técnicas 
involucradas y más elementos le dé para formarse un juicio propio, 
explicando el contenido y modo de aplicación de los principios 
teóricos, para que esté en posibilidad, con su propio criterio, de 
escoger entre los dictámenes contradictorios. En el caso, el perito 
tercero, en cuyo dictamen se funda la sentencia reclamada, fue mal 
valorado aun dentro de la discreción de la Sala responsable, porque 
ese dictamen está lleno de aseveraciones abstractas, generales, y 
respecto de los hechos concretos hace afirmaciones dogmáticas sin 
proporcionar luces al juzgador para interpretar y juzgar los hechos, ni 
para formarse un criterio propio al respecto. En cambio, el perito de 
la parte demandada, al hacer afirmaciones teóricas generales, 
explica claramente cuál es su contenido y el modo como se aplican al 
caso concreto, a los rasgos de las firmas auténticas y dubitadas. Por 
estas razones, las reglas de la lógica llevan a concluir que es al 
perito de la parte demandada, al que debió otorgarse valor 
probatorio, y no al del tercero.”. 
[El énfasis es de este juzgado].
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Igualmente, sirven de fundamento las dos diversas tesis 

aisladas que sustentaron la Segunda y Cuarta Salas del mismo 

Alto Tribunal de la Nación, consultables en la página 194 del 

Tomo Tercera Parte, LX, Sexta Época, y página 25, Tomo 

Quinta Parte, LXXIX, Sexta Época, respectivamente, ambos del 

Semanario Judicial de la Federación, que se transcriben en ese 

orden:

“PRUEBA PERICIAL, APRECIACIÓN DE LA.  De 
conformidad con lo dispuesto por los artículos 197 y 211 del Código 
Federal de Procedimientos Civiles, el juzgador tiene suficiente arbitrio 
para apreciar la prueba pericial atendiendo a los elementos de 
convencimiento que de dicha prueba se desprendan.”.

“PRUEBA PERICIAL, PARA QUE EL JUZGADOR PUEDA 
APARTARSE DEL RESULTADO DE LA, ES NECESARIO QUE 
FUNDE SU CONVICCIÓN EN LAS PRUEBAS DE AUTOS.  Los 
peritos son colaboradores del Juez para conocer mejor los hechos 
cuya comprobación y "calificación requieren conocimientos científicos 
y técnicos; y aun cuando no deciden la controversia, sí desempeñan 
una función de asesoramiento que el juzgador debe atender en 
cuanto suple con sus conocimientos técnicos la falta de aptitud del 
propio juzgador para constatar o apreciar un hecho. Por lo tanto, el 
sentenciador puede apartarse del resultado de la prueba pericial, 
pero no basta que exprese su discrepancia con las consideraciones 
técnicas del perito, sino que debe fundar tal convicción en las 
pruebas de autos que desvirtúan los antecedentes que tomó en 
cuenta el perito para hacer esas consideraciones técnicas en que 
apoya su dictamen.”. 
[El énfasis es de este juzgado].

Bajo ese orden de ideas, de que los dictámenes 

periciales son meras opiniones técnicas en alguna 

especialidad, orientadoras del arbitrio de la autoridad a quien 

corresponda valorarlo, inconcuso resulta que para estimarse en 

términos positivos la prueba de peritos, en su conformación 

deben cumplirse determinadas condiciones que, vía 

revestimiento de formalidades esenciales, se erigen como 
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criterios objetivos básicos en la eficacia de la probanza en 

cuestión.

Tales criterios, son los siguientes:

a) Credibilidad.- Es todo aquello que se manifiesta en el 

peritaje que resulte creíble en relación con el conocimiento que 

sobre un hecho, objeto o circunstancia se exprese, a efecto de 

otorgarle la fe que podría inspirar, ya por lo racional o lo relativo 

que su profundidad y contenido provoquen.

b) Ausencia de error.- Exige que el peritaje debe estar 

alejado del error; la observación cotidiana sobre algo 

determinado elimina esa posibilidad; por tanto, la opinión de los 

peritos debe escapar a esa eventualidad.

c) Certeza.- Es la forma de exposición sobre lo que se 

dice o afirma, y que provoca en el ánimo de la autoridad la 

certeza de ello, por lo que no puede un perito ser contradictorio 

o dubitado, requiere necesariamente expresar sus opiniones 

con determinación exhaustiva, lógica y racional.

d) Determinación.- Implica que requiere la autoridad 

tener conocimiento de la forma en que se han producido las 

conclusiones a que llegó el perito, por lo que este debe dar la 

causa razonada y lógica de su conocimiento, exponiendo con 

claridad los medios o técnicas que utilizó para concluir en el 

sentido en que lo hizo; así, de ser necesaria la comprobación 

de los mismos, pueda arrojar igual resultado, en tanto que de 

los motivos racionales de sus afirmaciones, ese peritaje 

adquiere mayor relevancia jurídica.
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En la inteligencia de que, si un dictamen pericial se 

elabora en desatención de los elementos indispensables de 

valoración relacionados, ello es causa suficiente para restarle 

alcance demostrativo.

Es decir, el mismo será inocuo para justificar el extremo 

que haya originado su desahogo, pues por cuestión de 

seguridad jurídica, no es permisible valorar con alcances 

positivos un dictamen pericial dogmático y carente de 

explicaciones que, acorde a las particularidades específicas del 

caso de que se trate, resulten indispensables para entrar en 

pleno conocimiento del punto por acreditar.

En otras palabras, para que una opinión pericial alcance 

el resultado que con su desahogo se buscó, es preciso que en 

su confección se expongan, pormenorizadamente, las razones, 

argumentos y demás cuestiones analíticas que llevaron al 

experto dictaminador a concluir en tal o cual sentido.

De esta manera, la intervención de expertos en la materia 

de informática para que a través de sus conocimientos auxilien 

al juzgador a contar con elementos para resolver, jurídicamente, 

debe ser evaluada acorde con el prudente arbitrio y sana lógica, 

dado que es el juzgador quien posee, y a quien se le 

encomienda, la facultad de analizar en el caso en concreto, si la 

opinión de los profesionistas llamados a juicio como auxiliares 

de la justicia, cuentan con los elementos indispensables para 

crear convicción en determinado sentido.

Así, analizado y debidamente valorado de conformidad 

con el artículo 1301 del Código de Comercio, el dictamen 

pericial en materia de informática, a cargo de ******* ***** 

******* ******, perita médica designada por la parte 

demandada, se obtiene, en lo que interesa, lo siguiente:
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La mencionada médica emitió dictamen en el que 

primeramente señaló los antecedentes del juicio en que se 

actúa, para luego abordar el marco teórico de su dictamen, en 

el que expuso los conceptos médicos, fisiológicos y patológicos 

que consideró necesarios para comprender la enfermedad 

identificada como antecedente personal patológico del finado 

******* ********** **********, consistente en diabetes 

mellitus tipo II.

Asimismo, desarrolló diversos aspectos relacionados con 

la integración, contenido y finalidad del expediente clínico, con 

especial referencia a la Norma Oficial Mexicana NOM-004-

SSA3-2012, así como a la importancia de la historia clínica y los 

resúmenes médicos como instrumentos para documentar el 

estado de salud de una persona.

En primer término, explicó que la diabetes mellitus tipo II 

es una enfermedad crónica caracterizada por la presencia de 

niveles elevados de glucosa en la sangre, que anteriormente se 

diagnosticaba principalmente en personas mayores de 

cincuenta años; sin embargo, señaló que, en la actualidad, 

también se presenta en personas de menor edad, incluidos 

niños y adolescentes, circunstancia que relacionó con el 

incremento de la obesidad y otros factores asociados con los 

hábitos alimenticios y el estilo de vida.

Precisó que dicha enfermedad constituye uno de los 

principales factores de riesgo cardiovascular, pues cuando no 

recibe un tratamiento adecuado puede ocasionar 

complicaciones graves en distintos órganos y sistemas del 

organismo, entre ellas, accidentes cerebrovasculares, infartos al 

miocardio, alteraciones neurológicas, afectaciones de la retina 
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que pueden conducir a la pérdida de la visión e, incluso, 

lesiones en las extremidades que, en casos avanzados, pueden 

requerir amputaciones.

Para explicar el origen de esta enfermedad, la especialista 

describió el funcionamiento ordinario de la glucosa y la insulina 

en el organismo. Al respecto, indicó que, en condiciones 

normales, los alimentos son metabolizados y parte de sus 

componentes se transforma en glucosa, la cual ingresa al 

torrente sanguíneo y posteriormente es aprovechada por las 

células de los diferentes tejidos como fuente de energía. Este 

proceso se lleva a cabo mediante la intervención de la insulina, 

hormona producida por el páncreas que facilita la incorporación 

y utilización de la glucosa por las células.

No obstante, explicó que existen circunstancias en las que 

las células dejan de responder adecuadamente a la acción de 

dicha hormona, fenómeno conocido como resistencia a la 

insulina, que constituye uno de los mecanismos fundamentales 

para el desarrollo de la diabetes mellitus tipo II.

En ese supuesto, aun cuando el páncreas incremente 

inicialmente la producción de insulina para compensar la menor 

respuesta de los tejidos, llega un momento en que esa 

producción resulta insuficiente para mantener los niveles 

normales de glucosa, lo que provoca su acumulación progresiva 

en la sangre y, consecuentemente, la aparición de la 

enfermedad.

En cuanto a los factores que favorecen el desarrollo de 

esa resistencia, la perita identificó, entre otros, la obesidad o el 

sobrepeso, particularmente cuando existe acumulación de 

grasa en la región abdominal; las alteraciones en los niveles de 

lípidos y colesterol; la hipertensión arterial; la alimentación 
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inadecuada, especialmente cuando existe un consumo excesivo 

de calorías y grasas; el sedentarismo y la presencia del 

denominado síndrome metabólico, caracterizado por la 

concurrencia de diversos factores de riesgo cardiovascular.

Añadió que también puede existir una predisposición 

genética, pues las personas con antecedentes familiares de 

diabetes mellitus tipo II presentan una mayor probabilidad de 

desarrollar esa enfermedad.

Por otra parte, explicó que durante sus etapas iniciales la 

diabetes mellitus tipo II puede evolucionar sin producir 

manifestaciones clínicas evidentes, de manera que, en 

determinadas ocasiones, su identificación ocurre de forma 

incidental, a partir de estudios de laboratorio practicados con 

motivo de una revisión médica ordinaria.

Sin embargo, conforme progresa la alteración en el 

metabolismo de la glucosa, pueden presentarse diversos 

síntomas, entre los que mencionó fatiga, visión borrosa, sed 

excesiva, incremento en la necesidad de consumir líquidos, 

sensación de hambre en horarios inusuales, pérdida de peso, 

aumento en la frecuencia de la micción, mayor susceptibilidad a 

procesos infecciosos y retraso en la cicatrización de heridas.

Asimismo, refirió que pueden presentarse alteraciones en 

la función sexual, irregularidades menstruales, dolor o 

entumecimiento de manos y pies, entre otras manifestaciones 

relacionadas con las afectaciones que la enfermedad puede 

producir en el organismo.

Sobre este aspecto, puntualizó que algunos de esos 

síntomas pueden ser leves o confundirse con manifestaciones 
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propias del envejecimiento, circunstancia que puede ocasionar 

que la enfermedad permanezca sin ser identificada durante 

cierto tiempo y continúe su evolución.

Por esa razón, destacó la importancia de realizar 

evaluaciones médicas periódicas, particularmente en personas 

mayores de cincuenta años o con antecedentes familiares de 

diabetes, mediante estudios que permitan conocer los niveles 

de glucosa en la sangre y, en su caso, establecer 

oportunamente las medidas terapéuticas necesarias para su 

control.

Enseguida, la especialista abordó la clasificación de la 

diabetes mellitus, para lo cual hizo referencia a los criterios de 

la Organización Mundial de la Salud y de la Asociación 

Americana de Diabetes.

Expuso que, conforme a la clasificación que citó de esta 

última organización, la enfermedad comprende cuatro grupos 

principales.

El primero corresponde a la diabetes mellitus tipo I, 

caracterizada por la destrucción de las células beta del 

páncreas, encargadas de producir insulina, lo que ocasiona una 

deficiencia absoluta de dicha hormona y representa, según la 

información incorporada al dictamen, entre el cinco y diez por 

ciento de los casos de diabetes mellitus.

El segundo grupo comprende la diabetes mellitus tipo II, 

cuyo desarrollo se relaciona con una disminución progresiva de 

la capacidad de secreción de insulina, el incremento de la 

resistencia de los tejidos a su acción y una mayor producción 

de glucosa por el organismo. Señaló que esta modalidad 

constituye la forma más frecuente de la enfermedad, al 
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representar aproximadamente entre el noventa y noventa y 

cinco por ciento de los casos.

El tercer grupo corresponde a la diabetes gestacional, 

identificada durante el embarazo, particularmente en el segundo 

o tercer trimestre, la cual puede tener carácter transitorio.

Finalmente, mencionó un cuarto grupo relacionado con 

otras causas o alteraciones, entre las que incluyó determinados 

padecimientos renales, endocrinológicos y enfermedades o 

condiciones inducidas por medicamentos, así como otros 

trastornos que pueden afectar los mecanismos de regulación de 

líquidos o glucosa en el organismo.

Una vez desarrollados los aspectos médicos relacionados 

con la diabetes mellitus tipo II, la perita se ocupó de explicar la 

naturaleza, finalidad y contenido del expediente clínico, para lo 

cual tomó como referencia la Norma Oficial Mexicana NOM-

004-SSA3-2012, denominada Del expediente clínico.

Al respecto, señaló que dicha disposición establece los 

criterios científicos, éticos, tecnológicos y administrativos que 

deben observarse en la elaboración, integración, utilización, 

manejo, archivo, conservación y confidencialidad de los 

expedientes clínicos, cuyo cumplimiento resulta obligatorio para 

los prestadores de servicios de atención médica de los sectores 

público, social y privado.

Explicó que el expediente clínico constituye un 

instrumento fundamental para documentar la atención 

proporcionada a un paciente, toda vez que permite reunir la 

información relativa a su estado de salud, los padecimientos 

identificados, las intervenciones médicas realizadas, los 
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tratamientos indicados y la evolución que presenta durante el 

proceso de atención.

En ese sentido, precisó que su importancia no se limita al 

registro administrativo de las consultas o procedimientos, sino 

que también constituye una herramienta relacionada con la 

calidad de los servicios médicos y con la materialización del 

derecho a la protección de la salud.

En particular, hizo referencia al numeral 4.4 de la citada 

Norma Oficial Mexicana, en el que se define al expediente 

clínico como el conjunto único de información y datos 

personales de un paciente, integrado por documentos de 

diversa naturaleza, entre ellos escritos, gráficos, 

imagenológicos y electrónicos, en los cuales el personal de 

salud realiza los registros, anotaciones, constancias y 

certificaciones correspondientes a su intervención en la 

atención médica.

De igual manera, citó el numeral 4.10, relativo al resumen 

clínico, al que identificó como el documento elaborado por un 

médico en el que se consignan los aspectos relevantes de la 

atención proporcionada a un paciente, obtenidos de la 

información contenida en su expediente clínico.

Sobre este punto, destacó que dicho resumen debe 

comprender, como elementos mínimos, el padecimiento actual, 

los diagnósticos establecidos, los tratamientos administrados, la 

evolución del paciente, su pronóstico y los estudios de 

laboratorio y gabinete relacionados con la atención médica.

Posteriormente, la perita abordó las disposiciones 

relacionadas con la integración del expediente clínico en los 
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servicios de consulta general y de especialidad, particularmente 

lo previsto en el numeral 6 de la referida norma.

Explicó que uno de sus componentes esenciales es la 

historia clínica, la cual debe ser elaborada por el personal 

médico o por los profesionales de la salud que correspondan, 

atendiendo a las necesidades específicas de la atención 

proporcionada.

Precisó que, de conformidad con el numeral 6.1.1, la 

historia clínica debe contener un interrogatorio en el que se 

recaben, entre otros elementos, los datos de identificación del 

paciente, sus antecedentes heredofamiliares, antecedentes 

personales patológicos y no patológicos, información 

relacionada con el consumo de tabaco, alcohol u otras 

sustancias, así como los datos correspondientes al 

padecimiento actual, los tratamientos previamente recibidos y el 

interrogatorio por aparatos y sistemas.

Asimismo, indicó que, conforme al numeral 6.1.2, debe 

incluirse una exploración física en la que se registren las 

condiciones generales del paciente, sus signos vitales, peso, 

talla y los hallazgos obtenidos de la revisión de las distintas 

regiones anatómicas, según la naturaleza de la atención médica 

proporcionada.

En relación con lo anterior, explicó que la historia clínica 

permite reunir información sobre los antecedentes de salud de 

una persona y las condiciones que presenta al momento de 

recibir atención médica, de manera que constituye una 

herramienta para orientar el diagnóstico, establecer 

tratamientos y dar seguimiento a la evolución de los 

padecimientos.
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Enseguida, hizo referencia a la nota de evolución, prevista 

en el numeral 6.2 de la Norma Oficial Mexicana, la cual debe 

elaborarse cada vez que el médico proporciona atención al 

paciente, de acuerdo con su estado clínico.

Señaló que dicha nota debe contener la evolución y 

actualización del cuadro clínico, los signos vitales, los 

resultados relevantes de los estudios auxiliares de diagnóstico y 

tratamiento, los diagnósticos o problemas clínicos identificados, 

el pronóstico y las indicaciones terapéuticas correspondientes.

Agregó que, cuando se prescriban medicamentos, deben 

asentarse, como mínimo, la dosis, la vía de administración y la 

periodicidad de su aplicación.

Por otra parte, mencionó las disposiciones aplicables a las 

notas médicas elaboradas durante la hospitalización, 

particularmente la nota de ingreso, en la que deben registrarse 

los signos vitales y un resumen del interrogatorio, la exploración 

física y, cuando corresponda, el estado mental del paciente.

A partir de esas disposiciones, la especialista destacó que 

los diferentes documentos que integran el expediente clínico 

cumplen funciones específicas y complementarias, pues 

mientras la historia clínica permite conocer los antecedentes y 

las condiciones iniciales del paciente, las notas de evolución 

documentan las modificaciones de su estado de salud durante 

la atención médica y los resúmenes clínicos concentran los 

aspectos relevantes de dicha atención.

Posteriormente, al abordar el concepto de historia clínica 

desde una perspectiva general, la perita hizo referencia a 

información que atribuyó a la Organización Mundial de la Salud, 
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conforme a la cual dicho instrumento constituye un documento 

de naturaleza médico-legal que surge de la relación entre el 

paciente y el profesional de la salud, y en el que se reúne la 

información necesaria para proporcionar una atención 

adecuada e individualizada.

Asimismo, explicó que existen distintas modalidades de 

historia clínica, atendiendo al contexto en el que se brinda la 

atención médica, entre ellas, la correspondiente a los servicios 

de urgencias, la elaborada durante la consulta médica y la que 

se integra con motivo de una hospitalización.

De igual forma, reiteró que el resumen clínico constituye 

un documento elaborado por un profesional médico, a partir de 

los datos que obran en el expediente clínico, en el que deben 

asentarse los aspectos relevantes del padecimiento, 

diagnóstico, tratamiento, evolución, pronóstico y estudios 

practicados al paciente.

Finalmente, la perita expuso las formalidades que deben 

observarse en la elaboración e integración del expediente 

clínico, conforme a la normativa sanitaria mencionada.

En ese sentido, explicó que deben registrarse los datos de 

identificación del establecimiento o prestador del servicio 

médico, así como los correspondientes al paciente, entre ellos 

su nombre, edad, sexo y domicilio, según resulte aplicable.

De igual manera, señaló que las notas e informes 

médicos deben contener elementos que permitan identificar al 

paciente y al profesional responsable de su elaboración, 

además de la fecha, hora y firma correspondiente, ya sea 

autógrafa, electrónica o digital.
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Indicó que los registros deben redactarse mediante 

lenguaje técnico-médico, de forma clara y legible, sin 

tachaduras ni enmendaduras, con la finalidad de preservar la 

integridad y confiabilidad de la información asentada.

También explicó que los expedientes clínicos pueden 

integrarse mediante documentos físicos o a través de medios 

electrónicos y otras tecnologías, siempre que se observen las 

disposiciones jurídicas aplicables.

Agregó que, dependiendo de las características de la 

atención proporcionada, pueden incorporarse documentos 

complementarios, como notas de trabajo social, nutrición, 

información laboral y otros registros relacionados con el estado 

de salud del paciente.

Por último, señaló que los prestadores de servicios 

médicos tienen la obligación de elaborar y conservar los 

expedientes clínicos durante un periodo mínimo de cinco años, 

contado a partir de la fecha del último acto médico, y que, aun 

cuando el expediente se encuentra bajo la titularidad y 

resguardo del establecimiento o prestador de servicios que lo 

genera, el paciente conserva derechos respecto de la 

información personal y médica que contiene.

De esta manera, la especialista concluyó el desarrollo de 

su marco teórico mediante la exposición de dos aspectos 

fundamentales: por una parte, las características, mecanismos 

de desarrollo, factores de riesgo, manifestaciones clínicas y 

posibles complicaciones de la diabetes mellitus tipo II; y, por 

otra, las disposiciones que regulan la elaboración e integración 

de los expedientes clínicos, así como la información que deben 
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contener las historias clínicas, notas de evolución y resúmenes 

médicos.

Todo ello, con la finalidad de establecer las bases 

conceptuales y normativas que, desde su perspectiva 

profesional, resultaban necesarias para el posterior análisis de 

la documentación médica relacionada con el finado  ******* 

********** **********.

Ahora bien, una vez expuesto el marco teórico 

desarrollado por la especialista, conviene precisar que las 

consideraciones ahí contenidas constituyen explicaciones de 

carácter general sobre la naturaleza, evolución, 

manifestaciones clínicas y posibles complicaciones de la 

diabetes mellitus tipo II, así como sobre los requisitos que, 

conforme a la normativa sanitaria aplicable, deben observarse 

en la elaboración e integración de los expedientes clínicos.

Sin embargo, tales explicaciones, por sí mismas, no 

permiten establecer las condiciones particulares de salud que 

presentaba el finado  ******* ********** **********, ni 

determinar desde qué momento padecía dicha enfermedad, 

cuáles fueron sus manifestaciones clínicas, si recibió algún 

tratamiento médico o, particularmente, si tenía conocimiento de 

su existencia.

Lo anterior resulta relevante porque, para efectos de la 

controversia sometida a consideración de este órgano 

jurisdiccional, debe distinguirse entre la existencia de un 

padecimiento y el conocimiento que una persona pudiera tener 

de él, pues se trata de circunstancias que, aunque pueden 

encontrarse relacionadas, no necesariamente concurren ni 
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pueden tenerse por demostradas a partir de las mismas 

premisas.

En efecto, como la propia especialista explicó en su 

marco teórico, la diabetes mellitus tipo II puede desarrollarse 

durante sus etapas iniciales sin producir síntomas evidentes, e 

incluso permanecer sin ser diagnosticada hasta que se 

practiquen determinados estudios de laboratorio. De ahí que la 

sola existencia de esa enfermedad, aun cuando pudiera 

acreditarse mediante documentación médica, no conduce 

necesariamente a concluir que quien la padecía conociera su 

condición de salud, pues para arribar a esa determinación sería 

necesario identificar elementos objetivos que permitieran 

establecer tal circunstancia.

Por consiguiente, el alcance demostrativo de la prueba 

pericial no puede determinarse exclusivamente a partir de los 

conocimientos científicos y conceptos médicos expuestos en su 

marco teórico, sino que exige examinar la manera en que la 

especialista aplicó esos conocimientos al caso concreto, 

particularmente mediante el análisis de la documentación 

clínica que tuvo a su disposición y las razones médicas que, en 

su caso, sustentan las conclusiones alcanzadas.

Bajo esa perspectiva, corresponde ahora abordar 

propiamente el objeto de estudio de la prueba pericial, a 

partir de las respuestas que la especialista proporcionó al 

cuestionario formulado por la parte demandada, oferente de 

dicho medio de convicción.

Para ello, se examinarán los planteamientos sometidos a 

su consideración, la información médica y documental en la que 

apoyó sus respuestas, así como las explicaciones que 

proporcionó para justificar sus conclusiones, con el propósito de 
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identificar cuáles de sus afirmaciones derivan de conocimientos 

médicos generales y cuáles encuentran sustento en 

circunstancias concretas y verificables relacionadas con el 

estado de salud del asegurado.

Este análisis permitirá determinar, en su oportunidad, si 

las conclusiones de la perita cuentan con respaldo suficiente en 

los elementos clínicos examinados y, particularmente, si 

aportan información objetiva para esclarecer no solamente la 

posible existencia y evolución de la enfermedad, sino también el 

conocimiento que el finado hubiera tenido de ella, en la medida 

en que tales cuestiones formen parte de los hechos 

controvertidos.

Precisado lo anterior, a fin de conocer el análisis que la 

especialista realizó respecto de las circunstancias particulares 

del estado de salud del finado ******* ********** **********, 

así como las consideraciones médicas en las que sustentó sus 

conclusiones, resulta conveniente reproducir el contenido del 

cuestionario formulado por la parte demandada, oferente de la 

prueba, y las respuestas proporcionadas por la perita, en los 

términos siguientes:

“1. Que diga la perito como se compone un expediente médico.

Respuesta. Con base en la Norma Oficial Mexicana NOM-004-
SSA3-2012 del Expediente Clínico, el expediente médico o 
expediente clínico está integrado por el conjunto único de información y 
datos personales del paciente, que contienen de manera ordenada y 
cronológica los registros de la atención médica proporcionada. Debe 
incluir, entre otros elementos:

• Historia clínica.
• Interrogatorio médico y antecedentes personales y familiares.
• Exploración física.
• Notas de evolución.
• Diagnósticos.
• Resultados de estudios de laboratorio y gabinete.
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• Tratamientos e indicaciones médicas.
• Notas de ingreso, evolución y egreso hospitalario cuando 

correspondan.
• Resúmenes clínicos y demás documentos relacionados con la 

atención médica del paciente.

Su finalidad es contener información completa y precisa sobre el 
estado de salud del paciente, los procedimientos realizados y el 
tratamiento recibido.

2. Que diga la perito cómo se realiza un resumen clínico.

Respuesta. El resumen médico o resumen clínico debe ser 
elaborado por un médico con base en la información contenida en 
el expediente clínico del paciente. Para su realización se deben 
registrar de manera clara, ordenada y cronológica los aspectos 
relevantes de la atención médica recibida, incluyendo como mínimo 
el padecimiento actual, los diagnósticos establecidos, los 
tratamientos indicados o realizados, la evolución clínica del 
paciente, el pronóstico y los resultados de estudios de laboratorio y 
gabinete que sean relevantes para el caso. Dicho documento debe 
contener datos de identificación del paciente, fecha de elaboración, 
nombre completo y firma del médico que lo emite, y debe 
redactarse con lenguaje técnico médico, legible, sin abreviaturas 
confusas, correcciones o tachaduras, de conformidad con lo 
previsto por la Norma Oficial Mexicana NOM004-SSA3-2012 del 
expediente clínico.

3. Que diga la perito que normatividad es aplicable para la 
realización de un expediente clínico.

Respuesta. La normatividad aplicable para la elaboración, 
integración, uso, manejo, archivo, conservación, propiedad, 
titularidad y confidencialidad del expediente clínico es la Norma 
Oficial Mexicana NOM-004-SSA3-2012, del expediente clínico. 
Dicha norma establece los criterios científicos, éticos, tecnológicos 
y administrativos obligatorios para los prestadores de servicios de 
atención médica de los sectores público, social y privado que 
integran el Sistema Nacional de Salud. Asimismo, dispone que el 
expediente clínico debe contener la información completa y precisa 
del paciente, incluyendo la historia clínica, notas médicas, 
diagnósticos, tratamientos, estudios auxiliares de diagnóstico y 
demás registros generados con motivo de la atención médica, ya 
sea en formato físico, electrónico o mediante cualquier otra 
tecnología permitida.

4. Que diga la perito que es la enfermedad de Diabetes Mellitus. 

Respuesta. La Diabetes Mellitus es una enfermedad crónica 
metabólica caracterizada por la presencia de niveles elevados de 
glucosa en la sangre. En la Diabetes Mellitus tipo II, que es la forma 
más frecuente, existe resistencia a la acción de la insulina y/o una 
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producción insuficiente de la misma por parte del páncreas, lo que 
impide que la glucosa sea utilizada adecuadamente por las células 
y ocasiona su acumulación en el torrente sanguíneo. Se trata de un 
padecimiento crónico-degenerativo que, de no diagnosticarse y 
tratarse oportunamente, puede generar complicaciones 
cardiovasculares, renales, neurológicas, oftalmológicas y 
vasculares, entre otras.

5. Que diga la perito como se diagnostica la Diabetes Mellitus

Respuesta. La Diabetes Mellitus se diagnostica mediante la 
valoración clínica del paciente y la realización de estudios de 
laboratorio en sangre que permiten identificar niveles elevados de 
glucosa. Entre los estudios utilizados se encuentran la glucosa 
plasmática en ayuno, la hemoglobina glucosilada, la prueba de 
tolerancia oral a la glucosa y, en casos determinados, la glucosa 
plasmática tomada al azar acompañada de síntomas 
característicos. El diagnóstico se integra considerando los 
resultados de dichos estudios, los antecedentes personales 
patológicos, los signos y síntomas referidos por el paciente y la 
valoración médica correspondiente.

6. Que diga la perito los principales síntomas de la Diabetes 
Mellitus.
Respuesta. Los principales síntomas de la Diabetes Mellitus 
pueden incluir aumento de la sed, incremento en la frecuencia para 
orinar, aumento del apetito, fatiga, visión borrosa, pérdida de peso 
sin causa aparente, infecciones frecuentes o de lenta cicatrización, 
así como hormigueo, dolor o entumecimiento en manos y pies. En 
algunos casos, especialmente en etapas iniciales de la Diabetes 
Mellitus tipo II, el paciente puede permanecer asintomático o 
presentar manifestaciones leves, por lo que el diagnóstico puede 
realizarse mediante estudios de laboratorio aun cuando los 
síntomas no sean evidentes.

7. Que diga la perito si de los documentos que obran en autos 
se advierte que el señor CLAUDIO OLLERVIDES OLLERVIDES 
padeció de diabetes Mellitus con más de 5 años de evolución.

Respuesta. De la revisión de los documentos médicos vertidos en 
el presente dictamen, consistentes en el formato de historia clínica 
vida crédito de la aseguradora  ******* ******* **** ** *****  se 
reporta diabético de 31 años de evolución, el certificado de 
defunción de fecha 06 de mayo de 2021 y el acta de defunción 
registrada el 06 de mayo de 2021se anota diabetes mellitus de 31 
años de evolución y los resúmenes clínicos emitidos por el Hospital 
General de Zona con Medicina Familiar 2, Delegación Estatal en 
Coahuila, del Instituto Mexicano del Seguro Social, de fechas 12 de 
julio de 2021 y 22 de septiembre de 2021, en el primero se informan 
16 años de evolución con diabetes y en el segundo se advierte que 
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el asegurado, había sido diagnosticado de Diabetes Mellitus desde 
el 18 de mayo de 1990 es decir contaba con 31 años de evolución 
del antecedente personal patológico de Diabetes Mellitus tipo II.

Asimismo, al tratarse de un antecedente médico asentado en las 
documentales clínicas revisadas, se tiene como dato clínico 
relevante para el análisis pericial. Por lo tanto, sí se cuenta con 
evidencia documental médica de que el hoy finado señor  ******* 
********** ********** padecía de Diabetes Mellitus con más de 5 
años de evolución.

No pasa inadvertido que el resumen clínico de fecha 12 de julio de 
2021 refiere 16 años de evolución, mientras que las demás 
documentales asientan 31 años de evolución con diagnóstico desde 
el 18 de mayo de 1990. Dicha variación resulta médicamente 
irrelevante para la cuestión planteada, pues aun tomando el dato 
más conservador —16 años de evolución conforme a la nota del 
expediente electrónico del año 2020, lo que situaría el diagnóstico 
aproximadamente en el año 2004—, en cualquiera de los dos 
escenarios el diagnóstico de Diabetes Mellitus es muy anterior al 5 
de julio de 2017, fecha de la solicitud de integración al seguro, y 
excede en todo caso los cinco años de evolución materia de la 
pregunta 

8. Que diga la perito si existe, dentro de las constancias que 
integran el expediente clínico, algún indicio o prueba 
fehaciente de que el asegurado se encontraba recibiendo 
tratamiento alguno relacionado con la “Diabetes Mellitus”

Respuesta. De la revisión de las constancias médicas que se 
tuvieron a la vista y que fueron vertidas en el presente dictamen, en 
específico en el formato de historia clínica vida crédito de la 
aseguradora ******* ******, S.A. de C.V. se observa el dato clínico 
relacionado con el antecedente de Diabetes Mellitus del asegurado 
******* ********** ********** con 31 años de evolución 
en tratamiento con insulina NPH (insulina de acción intermedia) 20 
Unidades por la mañana. Por lo cual sí existe indicio y dato 
documental del tratamiento de la diabetes mellitus que padecía el 
asegurado.

Dicho dato se corrobora con documentales de origen institucional: 
el resumen clínico de fecha 12 de julio de 2021, emitido por el 
Hospital General de Zona con Medicina Familiar 2 del Instituto 
Mexicano del Seguro Social, en el que se asienta que el paciente 
'se encuentra bajo tx medico y asesorías de medidas higiénico 
dietéticas'; así como el Certificado de Defunción folio 210073303, 
en cuya Parte II se asentó como estado patológico que contribuyó a 
la muerte la Diabetes Mellitus 2 con intervalo de 31 años. Por lo 
tanto, el indicio de tratamiento no deriva únicamente del formato de 
historia clínica vida crédito, sino de constancias emitidas por una 
institución pública de salud.
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9. Que diga la perito sus conclusiones.
Respuesta. Se concluye que el expediente clínico constituye el 
instrumento médico-legal en el que se hacen constar los datos 
personales del paciente, su historia clínica, antecedentes, 
diagnósticos, evolución, estudios auxiliares, tratamientos e 
indicaciones médicas, conforme a lo previsto por la Norma Oficial 
Mexicana NOM-004-SSA3-2012, del expediente clínico.

Que el Resumen Clínico lo realiza un médico en el cual, se 
registran los aspectos relevantes de la atención médica de un 
paciente, contenidos en el expediente clínico, que deberá tener 
como mínimo: padecimiento actual, diagnósticos, tratamientos, 
evolución, pronóstico y estudios de laboratorio y gabinete.

Asimismo, se concluye que la Diabetes Mellitus es una enfermedad 
crónica metabólica caracterizada por elevación de glucosa en 
sangre, que puede diagnosticarse mediante valoración clínica y 
estudios de laboratorio, y que puede manifestarse con aumento de 
sed, aumento en la frecuencia urinaria, fatiga, visión borrosa, 
aumento del apetito, pérdida de peso sin causa aparente, 
infecciones frecuentes o de lenta cicatrización, así como hormigueo 
o entumecimiento en extremidades, sin perjuicio de que en etapas 
iniciales pueda cursar con síntomas leves o incluso pasar 
inadvertida.

En relación con el caso concreto del señor ******* ********** 
**********, de las constancias médicas revisadas se advierte el 
antecedente personal patológico de Diabetes Mellitus tipo II. En el 
formato de historia clínica vida crédito de la aseguradora  ******* 
******* **** ** **** se reporta dicho padecimiento con treinta y un 
años de evolución; en el certificado de defunción de fecha 06 de 
mayo de 2021 y el acta de defunción registrada el 06 de mayo de 
2021, se anota Diabetes Mellitus con treinta y un años de evolución; 
y en los resúmenes clínicos emitidos por el Hospital General de 
Zona con Medicina Familiar 2, Delegación Estatal en Coahuila, del 
Instituto Mexicano del Seguro Social, de fechas 12 de julio de 2021 
y 22 de septiembre de 2021, se advierten datos de evolución 
prolongada, incluyendo el antecedente de diagnóstico desde el 18 
de mayo de 1990. Por lo anterior, sí existen elementos 
documentales médicos para establecer que el asegurado padecía 
Diabetes Mellitus con más de cinco años de evolución.

Finalmente, dentro de las constancias revisadas también se 
advierte indicio y dato documental de tratamiento relacionado con la 
Diabetes Mellitus, particularmente en el formato de historia clínica 
vida crédito de la aseguradora ******* ******* **** ** ****, donde 
se asentó que el asegurado se encontraba en tratamiento con 
insulina NPH, insulina de acción intermedia, veinte unidades por la 
mañana. En consecuencia, desde el punto de vista médico-pericial, 
las documentales analizadas permiten concluir que el señor 

C
L

A
U

D
IA

 G
U

A
D

A
L

U
PE

 L
E

D
E

Z
M

A
 L

IM
O

N
706a6620636a6633000000000000000000024167
25/09/27 16:02:29

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



JUICIO ORAL MERCANTIL 681/2023-B

74

******* ********** ********** presentaba antecedente de 
Diabetes Mellitus tipo II de larga evolución con más de 5 años de 
evolución y que existe registro documental médico de tratamiento 
relacionado con dicho padecimiento.

10. Que diga la perito la metodología que uso para la emisión 
de su dictamen y la razón de su dicho.

Respuesta. Para la emisión del presente dictamen se utilizó una 
metodología médico-pericial, documental, analítica, deductiva, 
inductiva y sintética. En primer término, se realizó la revisión de las 
documentales médicas y jurídicas que fueron puestas a la vista y 
que se encuentran descritas en el apartado de elementos para el 
desarrollo del presente dictamen, entre ellas el formato de historia 
clínica vida crédito de la aseguradora ******* ******* **** ** ***** 
el certificado de defunción, el acta de defunción y los resúmenes 
clínicos emitidos por el Hospital General de Zona con Medicina 
Familiar 2, Delegación Estatal en Coahuila, del Instituto Mexicano 
del Seguro Social.

Posteriormente, se identificaron los datos médicos relevantes 
asentados en dichas constancias, particularmente los relativos al 
antecedente personal patológico de Diabetes Mellitus tipo II, su 
tiempo de evolución, los registros de diagnóstico, así como las 
referencias de tratamiento médico. Tales datos fueron confrontados 
con la teoría médica aplicable a la Diabetes Mellitus y con la 
normatividad correspondiente al expediente clínico, principalmente 
la Norma Oficial Mexicana NOM-004-SSA3-2012, del expediente 
clínico.

El método analítico consistió en revisar de manera individual cada 
documento médico para determinar qué información contenía 
respecto del padecimiento estudiado; el método deductivo permitió 
partir de los datos documentales asentados como verdaderos para 
establecer inferencias médico-periciales; el método inductivo 
permitió integrar los datos particulares contenidos en las 
constancias para obtener una conclusión general; y el método 
sintético permitió reunir los elementos previamente analizados para 
emitir una opinión técnica fundada.

La razón de mi dicho se sustenta en que las conclusiones emitidas 
derivan directamente de la revisión de las documentales médicas 
que obran en autos, de los antecedentes clínicos asentados en 
ellas, de la normatividad aplicable al expediente clínico y de los 
conocimientos médicos relativos a la Diabetes Mellitus tipo II, así 
como, bibliografía médica relacionada al caso que nos ocupa. Por 
lo anterior, mi opinión se emite con base en los datos objetivos 
contenidos en las constancias revisadas, en la literatura médica 
consultada y en mi experiencia profesional como perito en 
medicina.”.
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En ese contexto, las excepciones en análisis resultan 

infundadas, pues la parte demandada no acreditó los extremos 

necesarios para demostrar que, en el caso concreto, se 

actualizó la exclusión de cobertura por padecimientos 

preexistentes en la que sustentó la negativa de pago de la 

indemnización reclamada.

Para explicar lo anterior, conviene recordar que la postura 

defensiva de la aseguradora descansa, esencialmente, en que 

el señor  ******* ********** ********** padecía diabetes 

mellitus tipo II desde antes de su incorporación al contrato de 

seguro, que dicha enfermedad contribuyó a su fallecimiento y 

que, por tratarse de un padecimiento expresamente excluido de 

la cobertura, no surgió para la institución demandada la 

obligación de pagar la suma asegurada.

De ahí que corresponda examinar si los medios de 

convicción aportados permiten demostrar esas circunstancias, 

atendiendo no solamente a la existencia de antecedentes 

médicos relacionados con la enfermedad, sino también a las 

condiciones particulares bajo las cuales se pactó la exclusión y 

a los requisitos establecidos para hacerla efectiva.

En ese sentido, adquiere relevancia la prueba pericial en 

materia de medicina ofrecida por la parte demandada, cuyo 

contenido fue descrito previamente, pues mediante ella se 

pretendió esclarecer la existencia y antigüedad del 

padecimiento, así como la presencia de registros documentales 

relacionados con su diagnóstico y tratamiento.

Ahora bien, del examen integral de las respuestas 

proporcionadas por la especialista se advierte que, en las 

primeras seis preguntas del cuestionario, se ocupó de explicar 
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cuestiones de carácter general relacionadas con la integración 

del expediente clínico, los requisitos de elaboración de los 

resúmenes médicos, la normativa sanitaria aplicable y las 

características de la diabetes mellitus, incluidos sus 

mecanismos de desarrollo, diagnóstico y principales 

manifestaciones clínicas.

Sobre este último aspecto, la perita explicó que la 

diabetes mellitus constituye una enfermedad metabólica 

crónica, caracterizada por la elevación de los niveles de glucosa 

en la sangre, cuyo diagnóstico se establece mediante la 

valoración clínica del paciente y la práctica de estudios de 

laboratorio, entre ellos, la determinación de glucosa plasmática 

en ayuno, la hemoglobina glucosilada y las pruebas de 

tolerancia a la glucosa.

Asimismo, señaló que, aunque dicha enfermedad puede 

manifestarse mediante síntomas como sed excesiva, 

incremento en la frecuencia urinaria, fatiga, visión borrosa y 

pérdida de peso, también puede evolucionar durante sus etapas 

iniciales sin producir manifestaciones clínicas evidentes.

Estas explicaciones resultan útiles para comprender las 

características del padecimiento estudiado; sin embargo, 

constituyen conocimientos médicos generales que, por sí 

mismos, no permiten establecer las circunstancias particulares 

en que se encontraba el asegurado al momento de incorporarse 

al contrato.

Por ello, las respuestas que adquieren especial relevancia 

para la solución de la controversia son las correspondientes a 

las preguntas siete y ocho, en las cuales se solicitó a la 

especialista determinar, a partir de la documentación médica 

incorporada al juicio, si el finado padecía diabetes mellitus con 
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más de cinco años de evolución y si existían indicios o pruebas 

de que hubiera recibido tratamiento relacionado con esa 

enfermedad.

En respuesta a la primera interrogante, la perita sostuvo 

que sí existían elementos documentales para establecer que el 

asegurado padecía diabetes mellitus tipo II con una evolución 

superior a cinco años.

Para sustentar esa afirmación, señaló que en el formato 

denominado Historia Clínica Vida Crédito, atribuido a la 

aseguradora MetLife México, sociedad anónima de capital 

variable, se reportó el antecedente de diabetes mellitus con 

treinta y un años de evolución.

De igual manera, hizo referencia al certificado y acta de 

defunción, ambos de seis de mayo de dos mil veintiuno, en los 

cuales se asentó la existencia de diabetes mellitus con ese 

mismo tiempo de evolución.

Asimismo, examinó los resúmenes clínicos emitidos por el 

Hospital General de Zona con Medicina Familiar número 2 del 

Instituto Mexicano del Seguro Social, de doce de julio y 

veintidós de septiembre de dos mil veintiuno, de los cuales 

destacó que el primero consignaba dieciséis años de evolución 

de la enfermedad, mientras que el segundo refería que el 

diagnóstico se había establecido desde el dieciocho de mayo 

de mil novecientos noventa.

A partir de esos datos, la especialista concluyó que, aun 

cuando existía una diferencia entre los periodos de evolución 

registrados en las documentales médicas, dicha circunstancia 

no modificaba su conclusión, pues incluso tomando como 
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referencia el periodo más breve, el padecimiento habría 

comenzado antes del cinco de julio de dos mil diecisiete, fecha 

de incorporación del asegurado al contrato.

Sobre este particular, debe reconocerse que la conclusión 

de la perita encuentra apoyo en las referencias temporales 

contenidas en los documentos que examinó, en tanto todos 

ellos sitúan el antecedente de la enfermedad en una época 

anterior a la contratación del seguro.

Sin embargo, es importante precisar el alcance de esa 

conclusión.

En efecto, la especialista estableció la antigüedad del 

padecimiento a partir de la información asentada en los 

documentos médicos que tuvo a su disposición, pero no 

identificó algún estudio de laboratorio practicado al asegurado 

antes del cinco de julio de dos mil diecisiete, ni precisó haber 

examinado una nota de consulta médica elaborada en aquella 

época en la que se hubiera establecido directamente el 

diagnóstico de diabetes mellitus.

Tampoco explicó cuál fue el documento médico original 

del que se obtuvo la fecha de diagnóstico de dieciocho de mayo 

de mil novecientos noventa, ni si esa información provenía de 

una valoración médica efectuada entonces o de la reproducción 

posterior de antecedentes clínicos.

Esta distinción resulta relevante porque no es lo mismo 

que un documento médico elaborado después de la 

contratación consigne que una enfermedad tenía determinada 

antigüedad, a que se cuente con el registro clínico 

contemporáneo en el que efectivamente se diagnosticó el 

padecimiento.
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Desde luego, ello no significa que los antecedentes 

médicos asentados con posterioridad carezcan de valor, ni que 

deban desestimarse por esa sola circunstancia. Lo que 

corresponde destacar es que su alcance probatorio debe 

determinarse atendiendo a la fuente de la información, las 

circunstancias en que fue obtenida y los demás elementos que 

permitan corroborarla.

De ahí que la afirmación de la perita, relativa a que la 

diabetes mellitus tenía una evolución superior a cinco años, 

constituye una conclusión apoyada en antecedentes 

documentales, pero no demuestra, por sí sola, las condiciones 

en que se realizó el diagnóstico original ni el conocimiento que 

el asegurado tenía de él al momento de contratar.

Por otra parte, al responder la pregunta ocho, relacionada 

con la existencia de indicios o pruebas de que el finado 

recibiera tratamiento médico por diabetes mellitus, la 

especialista señaló que en el formato de Historia Clínica Vida 

Crédito se asentó que el asegurado se encontraba bajo 

tratamiento con insulina NPH, de acción intermedia, en una 

dosis de veinte unidades por la mañana.

También hizo referencia al resumen clínico de doce de 

julio de dos mil veintiuno, emitido por el Instituto Mexicano del 

Seguro Social, en el cual se indicó que el paciente se 

encontraba bajo tratamiento médico y recibía orientación sobre 

medidas higiénico-dietéticas.

Con base en ello, concluyó que existían indicios y datos 

documentales relacionados con el tratamiento de la diabetes 

mellitus.
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Esta respuesta merece particular atención, porque, a 

diferencia de las explicaciones generales sobre la enfermedad, 

sí identifica una referencia concreta a un medicamento utilizado 

para su tratamiento.

No obstante, para determinar el alcance de ese dato 

frente a la exclusión contractual invocada, resulta necesario 

establecer cuándo se recabó la información asentada en la 

historia clínica, quién la proporcionó y si el tratamiento referido 

correspondía a una época anterior a la incorporación del 

asegurado al contrato.

Lo anterior, porque la sola referencia a la administración 

de insulina, sin una identificación temporal suficiente, no 

permite concluir necesariamente que dicho tratamiento se 

estuviera proporcionando antes del cinco de julio de dos mil 

diecisiete.

En cuanto al resumen clínico de doce de julio de dos mil 

veintiuno, debe observarse que fue elaborado después del 

fallecimiento del asegurado, ocurrido el seis de mayo de ese 

año. Por tanto, aunque constituye un documento que contiene 

información médica relevante, es necesario distinguir entre la 

fecha de su elaboración y la época a la que corresponden los 

antecedentes de tratamiento que reproduce.

Además, la referencia contenida en el certificado de 

defunción acerca de que la diabetes mellitus contribuyó al 

fallecimiento no constituye, por sí misma, un registro de la 

administración de medicamentos o de la realización de 

tratamientos médicos anteriores a la contratación.
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Así, aunque la perita identificó referencias documentales 

sobre la existencia de tratamiento para la diabetes mellitus, sus 

respuestas no precisan, por sí solas, la fecha en que éste 

comenzó, su continuidad ni las circunstancias en que el 

asegurado recibió la atención médica correspondiente.

Esta circunstancia adquiere relevancia al considerar que 

las condiciones generales del contrato establecen supuestos 

específicos para acreditar la preexistencia de los padecimientos 

y, particularmente, para que la aseguradora pueda rechazar 

una reclamación por fallecimiento a consecuencia de una 

enfermedad preexistente.

En efecto, conforme a las condiciones contractuales 

previamente transcritas, la aseguradora puede sustentar su 

determinación, entre otros supuestos, en la existencia de un 

expediente médico en el que se haya elaborado un diagnóstico 

por un profesional legalmente autorizado, en estudios de 

laboratorio o gabinete, o en documentos que acrediten la 

realización de gastos para obtener un diagnóstico o recibir 

tratamiento médico antes de la celebración del contrato.

Por tanto, no basta con identificar referencias generales 

sobre la antigüedad de una enfermedad, sino que resulta 

necesario verificar si los elementos documentales aportados 

satisfacen alguno de los supuestos específicamente previstos 

en la póliza para hacer efectiva la exclusión.

En el caso, las respuestas de la especialista no identifican 

de manera individualizada un estudio de laboratorio, nota 

médica de diagnóstico o comprobante de gastos 

correspondiente a una fecha anterior al cinco de julio de dos mil 

diecisiete. Tampoco explican si la información contenida en los 
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resúmenes clínicos posteriores puede vincularse con registros 

originales que permitan corroborar las circunstancias del 

diagnóstico y tratamiento previo.

Ahora bien, aun cuando se estimara suficientemente 

acreditado que el asegurado padecía diabetes mellitus antes de 

su incorporación al contrato, ello no agotaría el examen de la 

excepción planteada.

Esto es así porque la aseguradora también sostuvo que el 

fallecimiento derivó de una enfermedad preexistente excluida 

de la cobertura.

En ese sentido, debe distinguirse entre la existencia de 

una enfermedad como antecedente personal patológico y su 

intervención en el fallecimiento del asegurado.

Al respecto, aunque la especialista mencionó que en el 

certificado de defunción se asentó la diabetes mellitus tipo II 

como estado patológico que contribuyó a la muerte, no 

desarrolló un análisis médico específico dirigido a explicar la 

relación causal entre ese padecimiento y el fallecimiento.

En particular, no identificó cuáles fueron los mecanismos 

fisiopatológicos que, en el caso concreto, vincularon la diabetes 

mellitus con la muerte del asegurado, ni explicó si el 

padecimiento constituyó una causa directa, una condición 

contribuyente o un antecedente clínico concurrente.

Tampoco se advierte que el cuestionario formulado por la 

oferente hubiera solicitado expresamente a la perita determinar 

la causa médica del fallecimiento o establecer si éste ocurrió 

como consecuencia de la diabetes mellitus.

C
L

A
U

D
IA

 G
U

A
D

A
L

U
PE

 L
E

D
E

Z
M

A
 L

IM
O

N
706a6620636a6633000000000000000000024167
25/09/27 16:02:29

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



JUZGADO DE DISTRITO EN MATERIA MERCANTIL FEDERAL EN LA 
LAGUNA, CON RESIDENCIA EN TORREÓN, COAHUILA DE ZARAGOZA.

JUICIO ORAL MERCANTIL 681/2023-B

83

De ahí que no resulte jurídicamente adecuado atribuir al 

dictamen conclusiones que la propia especialista no formuló, 

pues su estudio se concentró en identificar antecedentes 

documentales de la enfermedad, su tiempo de evolución y la 

existencia de referencias a tratamiento médico.

En otras palabras, la conclusión de que el asegurado 

padecía diabetes mellitus desde antes de contratar el seguro no 

equivale, por sí misma, a demostrar que su fallecimiento ocurrió 

como consecuencia de esa enfermedad, en los términos 

exigidos por la exclusión contractual.

Por otra parte, debe considerarse que la aseguradora 

también sustentó su defensa en la existencia de padecimientos 

que, según afirmó, eran conocidos por el asegurado y no fueron 

declarados al momento de incorporarse al seguro.

Sobre este aspecto, las respuestas de la perita tampoco 

permiten establecer directamente cuál era el conocimiento que 

el finado tenía de su estado de salud el cinco de julio de dos mil 

diecisiete.

Ciertamente, la existencia de un diagnóstico médico y, 

especialmente, la acreditación de un tratamiento administrado 

con anterioridad a la contratación pueden constituir elementos 

relevantes para inferir que una persona conocía su 

padecimiento.

Sin embargo, esa inferencia requiere examinar las 

circunstancias particulares en que se realizó el diagnóstico, se 

indicó el tratamiento y se proporcionó la información al paciente.

C
L

A
U

D
IA

 G
U

A
D

A
L

U
PE

 L
E

D
E

Z
M

A
 L

IM
O

N
706a6620636a6633000000000000000000024167
25/09/27 16:02:29

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



JUICIO ORAL MERCANTIL 681/2023-B

84

En el dictamen examinado, la especialista no identificó 

algún documento contemporáneo a la contratación en el que 

constara que el asegurado recibió personalmente un 

diagnóstico de diabetes mellitus, que se le hubiera informado de 

esa condición o que hubiera seguido un tratamiento antes de 

incorporarse a la póliza.

De igual manera, no examinó el contenido de las 

declaraciones formuladas por el asegurado al contratar, ni 

realizó una confrontación entre las preguntas que le fueron 

planteadas y la información médica que, en su caso, pudiera 

haber conocido.

Por consiguiente, sus conclusiones no permiten tener por 

demostrada, de manera autónoma, una omisión o inexacta 

declaración atribuible al asegurado.

Lo anterior es congruente con el criterio contenido en las 

tesis de rubros “CONTRATO DE SEGURO DE VIDA. LA 
COMPAÑÍA ASEGURADORA DEBE ACREDITAR MEDIANTE 
PRUEBA IDÓNEA QUE EL ASEGURADO TENÍA PLENO 
CONOCIMIENTO DE QUE PADECÍA UNA ENFERMEDAD 
PREEXISTENTE Y QUE OMITIÓ DECLARARLO AL LLENAR 
EL CUESTIONARIO RESPECTIVO” y “SEGURO DE VIDA. 
CORRESPONDE A LA EMPRESA ASEGURADORA 
DEMOSTRAR QUE EL ASEGURADO OMITIÓ INFORMAR 
ACERCA DE UNA ENFERMEDAD QUE YA PADECÍA EN EL 
MOMENTO DE CONTRATARLO Y DE LA CUAL TENÍA 
PLENO CONOCIMIENTO”, previamente invocadas.

Conforme a dichos criterios, cuando la aseguradora 

pretende atribuir al contratante una omisión en la declaración de 

sus antecedentes médicos, no resulta suficiente acreditar que la 

enfermedad existía antes de la celebración del contrato, sino 
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que también debe demostrar que el asegurado tenía 

conocimiento de ella y omitió proporcionar la información que le 

fue solicitada.

Desde esa perspectiva, la prueba pericial examinada no 

demuestra por sí misma la actualización de tales extremos, 

pues la especialista no emitió una conclusión específica sobre 

el conocimiento que el asegurado tenía de su padecimiento al 

contratar.

Aunado a ello, debe advertirse que la prueba pericial se 

concentró en el estudio de la diabetes mellitus tipo II, sin 

desarrollar un análisis particular respecto de la hipertensión 

arterial sistémica que también fue invocada por la aseguradora 

como enfermedad preexistente.

Por tanto, las conclusiones de la especialista tampoco 

pueden extenderse automáticamente a ese diverso 

padecimiento, ni permiten establecer su fecha de diagnóstico, 

tratamiento o relación con el fallecimiento del asegurado.

Finalmente, respecto de la metodología utilizada, la perita 

manifestó haber empleado procedimientos documentales, 

analíticos, deductivos, inductivos y sintéticos, consistentes en 

revisar las constancias médicas, identificar los antecedentes 

relevantes y confrontarlos con los conocimientos científicos 

relativos a la diabetes mellitus.

Sin embargo, la descripción de esos métodos no sustituye 

la necesidad de explicar de qué manera los datos contenidos en 

los documentos examinados permiten sustentar cada una de 

las conclusiones formuladas.
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En particular, aunque la especialista afirmó que utilizó el 

método deductivo para partir de los datos documentales 

asentados como verdaderos, corresponde a este órgano 

jurisdiccional determinar el alcance probatorio de tales 

documentos, sin que su incorporación al análisis pericial 

implique necesariamente que todos los antecedentes 

consignados en ellos deban tenerse por plenamente 

demostrados.

De esta manera, el dictamen constituye un elemento de 

convicción relevante para conocer las características médicas 

de la diabetes mellitus tipo II y las referencias documentales 

sobre su evolución y tratamiento en el caso del asegurado.

No obstante, su alcance debe circunscribirse a las 

cuestiones efectivamente examinadas por la especialista, sin 

atribuirle eficacia demostrativa respecto de hechos que no 

fueron objeto de un análisis médico específico.

En consecuencia, aun reconociendo que la prueba pericial 

aporta elementos que apuntan a la existencia de diabetes 

mellitus tipo II antes de la incorporación del asegurado al 

contrato, ello no resulta suficiente, por sí solo, para tener por 

acreditada la actualización de la exclusión contractual invocada, 

pues no demuestra de manera integral las circunstancias 

exigidas para su aplicación, particularmente la relación del 

padecimiento con el fallecimiento en los términos pactados y los 

presupuestos documentales establecidos en las condiciones 

generales de la póliza.

Asimismo, tampoco permite establecer, de manera 

autónoma, que el asegurado conocía el padecimiento al 

momento de contratar y que hubiera omitido declararlo en 

respuesta a las preguntas que le fueron formuladas.
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Por tanto, al no quedar demostrados, mediante la prueba 

pericial examinada, todos los extremos en que la aseguradora 

sustentó su negativa de pago, dicho medio de convicción no 

resulta suficiente para justificar la procedencia de las 

excepciones opuestas, cuya acreditación correspondía a la 

parte demandada en términos del artículo 1194 del Código de 

Comercio.

En ese contexto, las excepciones en análisis resultan 

infundadas, pues la parte demandada no acreditó los extremos 

necesarios para demostrar que, en el caso concreto, se 

actualizó la exclusión de cobertura por padecimientos 

preexistentes en la que sustentó la negativa de pago de la 

indemnización reclamada.

En efecto, conforme a las propias condiciones generales 

que rigen la póliza de seguro, para que MetLife pueda rechazar 

una reclamación por la suma asegurada adicional por 

fallecimiento, bajo el argumento de que éste ocurrió a 

consecuencia de un padecimiento preexistente, debe contar 

con elementos objetivos que demuestren tal circunstancia.

Para ello, las propias condiciones contractuales 

establecen diversos supuestos, entre ellos, que previamente a 

la celebración del contrato se hubiera declarado la existencia de 

la enfermedad o padecimiento; que su diagnóstico anterior a la 

contratación se comprobara mediante la existencia de un 

expediente médico elaborado por un profesional legalmente 

autorizado, pruebas de laboratorio o gabinete u otro medio 

reconocido de diagnóstico; o bien, que existieran pruebas 

documentales de que, con anterioridad a la celebración del 

contrato, el asegurado hubiera efectuado gastos para recibir un 

C
L

A
U

D
IA

 G
U

A
D

A
L

U
PE

 L
E

D
E

Z
M

A
 L

IM
O

N
706a6620636a6633000000000000000000024167
25/09/27 16:02:29

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



JUICIO ORAL MERCANTIL 681/2023-B

88

diagnóstico o tratamiento médico relacionado con la 

enfermedad de que se trate.

De ahí que no resulte suficiente para actualizar la 

exclusión contractual la sola afirmación de que el asegurado 

padecía diabetes mellitus o hipertensión arterial antes de su 

incorporación a la póliza, sino que correspondía a la 

aseguradora demostrar, mediante alguno de los medios de 

prueba previstos en las propias condiciones generales, que 

tales padecimientos habían sido diagnosticados, tratados o se 

habían manifestado con anterioridad al inicio de la cobertura y, 

además, que el fallecimiento cuya indemnización se reclama 

ocurrió a consecuencia de alguno de ellos. Sin embargo, esa 

carga probatoria no fue satisfecha.

Como previamente se analizó, el expediente clínico de 

******* ********** **********, ofrecido por la demandada 

precisamente con la finalidad de acreditar la existencia y 

antigüedad de los padecimientos que calificó como 

preexistentes, no fue incorporado al juicio.

Asimismo, los informes médicos de doce de julio y 

veintidós de septiembre de dos mil veintiuno, atribuidos a ***** 

***** ********** ********, carecen de eficacia 

demostrativa, toda vez que la persona a quien se atribuyó su 

emisión desconoció ante la presencia judicial las firmas que 

obran estampadas en ellos, sin que exista diverso elemento de 

convicción idóneo que permita corroborar su autenticidad y 

autoría.

Por otra parte, tampoco se acreditó que, previamente a la 

celebración del contrato de seguro,  ******* ********** 

********** hubiera declarado a la aseguradora la existencia de 

diabetes mellitus o hipertensión arterial; que ésta hubiera 
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comprobado tales padecimientos mediante un expediente 

médico en el que constara un diagnóstico emitido por un 

profesional legalmente autorizado; que existieran pruebas de 

laboratorio, gabinete u otro medio reconocido de diagnóstico 

anterior a la incorporación del asegurado a la póliza; o que se 

hubieran demostrado documentalmente gastos efectuados por 

aquél para recibir diagnóstico o tratamiento médico por dichas 

enfermedades con anterioridad al inicio de la cobertura.

Así, aun cuando en la documentación relacionada con el 

fallecimiento pudieran existir referencias a que el asegurado 

padecía diabetes mellitus o hipertensión arterial, ello, por sí 

solo, no satisface las exigencias establecidas en las propias 

condiciones generales para demostrar objetivamente su 

carácter preexistente, pues resultaba indispensable acreditar, 

mediante alguno de los medios contractualmente previstos, que 

tales padecimientos se habían manifestado, diagnosticado o 

tratado antes de la fecha de incorporación del asegurado a la 

póliza.

Aunado a lo anterior, para que operara la exclusión 

invocada no bastaba acreditar la mera existencia previa de 

alguno de esos padecimientos, pues las condiciones generales 

expresamente facultan a MetLife a rechazar la reclamación 

cuando el fallecimiento sea “a consecuencia de un 
padecimiento preexistente”.

Por ende, correspondía también a la aseguradora 

demostrar la relación causal entre la enfermedad que calificó 

como preexistente y el fallecimiento del asegurado, extremo 

que tampoco quedó plenamente acreditado con los medios de 

convicción aportados al juicio.
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En consecuencia, al no haber demostrado la demandada, 

mediante los medios previstos en las propias condiciones 

generales de la póliza, la preexistencia de los padecimientos en 

que sustentó su defensa, no se actualiza la exclusión 

contractual invocada.

Por tanto, la aseguradora no acreditó los hechos 

constitutivos de las excepciones denominadas falta de acción 
y derecho y falta de acción y derecho para reclamar el 
cumplimiento de la póliza de seguro, por preexistencia de 
padecimientos, exclusión prevista en el contrato, razón por 

la cual ambas resultan infundadas.

Excepción de falta de acción y derecho, conforme a los 
artículos 66, 67 y 68 de la Ley sobre el Contrato de Seguro.

La demandada opuso también la excepción que sustentó 

en los artículos 66, 67 y 68 de la Ley sobre el Contrato de 

Seguro, al respecto adujo que la beneficiaria incumplió la 

obligación de comunicar el siniestro dentro del plazo de cinco 

días previsto en el artículo 66 de la Ley sobre el Contrato de 

Seguro.

Expuso que el fallecimiento ocurrió el seis de mayo de dos 

mil veintiuno, mientras que la reclamación fue presentada el 

treinta y uno de mayo siguiente, por lo que el aviso se realizó 

fuera del plazo legal.

A partir de ello, sostuvo que se actualizaban las 

consecuencias previstas en los artículos 67 y 68 del citado 

ordenamiento, consistentes en la reducción de la prestación o, 

incluso, en la liberación total de las obligaciones de la 

aseguradora, al afirmar que el aviso tardío tuvo como propósito 

impedir la comprobación oportuna de las circunstancias del 
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siniestro.

Para dar respuesta al planteamiento formulado por la parte 

enjuiciada, primeramente es dable transcribir lo preceptuado en 

los artículos 66, 67 y 68 de la Ley Sobre el Contrato de Seguro, 

los cuales disponen:

“Artículo 66. Tan pronto como el asegurado o el beneficiario en su 
caso, tengan conocimiento de la realización del siniestro y del 
derecho constituido a su favor por el contrato de seguro, deberán 
ponerlo en conocimiento de la empresa aseguradora.

Salvo disposición en contrario de la presente ley, el asegurado o el 
beneficiario gozarán de un plazo máximo de cinco días para el aviso 
que deberá ser por escrito si en el contrato no se estipula otra cosa.” 

Artículo 67. Cuando el asegurado o el beneficiario no cumplan con 
la obligación que les impone el artículo anterior, la empresa 
aseguradora podrá reducir la prestación debida hasta la suma que 
habría importado si el aviso se hubiere dado oportunamente.

Artículo 68. La empresa quedará desligada de todas las 
obligaciones del contrato, si el asegurado o el beneficiario omiten el 
aviso inmediato con la intención de impedir que se comprueben 
oportunamente las circunstancias del siniestro.”

De la primera disposición normativa transcrita se advierte 

que, tan pronto como el asegurado o el beneficiario en su caso, 

tengan conocimiento de la realización del siniestro o del 

derecho constituido a su favor por el contrato de seguro, 

deberán ponerlo en conocimiento de la empresa aseguradora, 

para lo cual gozaran de un plazo máximo de cinco días.

El artículo 67 señala que, cuando el asegurado o el 

beneficiario no cumplan con la obligación que les impone de 

informar dentro del plazo de cinco días ocurrido el siniestro, la 

aseguradora podrá reducir la prestación debida hasta la suma 

que habría importado si el aviso se hubiere dado 

oportunamente.
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Por su parte, el artículo 68 establece que la empresa 

quedará desligada de todas las obligaciones del contrato, si el 

asegurado o el beneficiario omiten el aviso inmediato con la 

intención de impedir que se comprueben oportunamente las 

circunstancias del siniestro.

Ahora bien, para acreditar la fecha en que tuvo 

conocimiento del siniestro y, por ende, sustentar que el aviso 

correspondiente fue realizado fuera del plazo previsto en el 

artículo 66 de la Ley sobre el Contrato de Seguro, la parte 

demandada ofreció la documental denominada “Solicitud Única 

para el Pago de Siniestro de Seguro de Vida Crédito”, de la que 

se desprende como fecha de presentación el treinta y uno de 

mayo de dos mil veintiuno.

Documental que merece valor probatorio pleno, de 

conformidad con lo dispuesto en los artículos 1241 y 1296 del 

Código de Comercio, al haber sido ofertadas como prueba por la 

parte demandada, y no objetadas por la parte actora en cuanto a 

su alcance y valor probatorio.

Numerales que a continuación se transcriben:

“Artículo 1241. Los documentos privados y la correspondencia 
procedentes de uno de los interesados, presentados en juicio por 
vía de prueba y no objetados por la parte contraria, se tendrán por 
admitidos y surtirán sus efectos como si hubieren sido reconocidos 
expresamente. Puede exigirse el reconocimiento expreso si el que 
los presenta así lo pidiere; con este objeto se manifestarán los 
originales a quien deba reconocerlos y se le dejará ver todo el 
documento, no sólo la firma.

Artículo 1296. Los documentos privados y la correspondencia 
procedentes de uno de los interesados, presentados en juicio por 
vía de prueba y no objetados por la parte contraria se tendrán por 
admitidos y surtirán sus efectos como si hubieren sido reconocidos 
expresamente. Puede exigirse el reconocimiento expreso si el que 
los presenta así lo pidiere; con este objeto se manifestarán los 
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originales a quien debe reconocerlos y se les dejará ver todo el 
documento, no sólo la firma.”

Ahora bien, aun cuando de la documental antes valorada 

se desprende que la reclamación del seguro fue presentada el 

treinta y uno de mayo de dos mil veintiuno, esto es, con 

posterioridad al fallecimiento del asegurado ocurrido el seis de 

mayo del mismo año, tal circunstancia, por sí sola, resulta 

insuficiente para estimar procedente la excepción planteada.

En efecto, el artículo 67 de la Ley sobre el Contrato de 

Seguro no prevé que la presentación extemporánea del aviso 

produzca, de manera automática, la pérdida del derecho a la 

indemnización o la liberación de la aseguradora. Por el 

contrario, dicha disposición únicamente faculta a la empresa 

aseguradora para reducir la prestación debida hasta la suma 
que habría importado si el aviso se hubiere dado 
oportunamente, lo que implica la existencia de una carga 

procesal consistente en precisar cuál habría sido el monto de la 

prestación en ese supuesto, así como exponer las razones 

fácticas y jurídicas que justificaran dicha reducción y acreditar, 

mediante los medios de convicción idóneos, la afectación 

patrimonial que el aviso tardío le ocasionó.

Sin embargo, en el caso concreto, la parte demandada se 

limitó a afirmar que el aviso del siniestro fue presentado fuera 

del plazo previsto en el artículo 66 de la Ley sobre el Contrato 

de Seguro, sin desarrollar argumento alguno encaminado a 

demostrar de qué manera ese retraso incidía en la 

cuantificación de la indemnización, cuál sería el importe que, en 

su concepto, correspondería pagar conforme al artículo 67 

citado, ni ofreció prueba alguna que permitiera a este órgano 
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jurisdiccional determinar la procedencia y, en su caso, el 

alcance de la reducción que invoca.

De igual forma, tampoco acreditó los extremos previstos 

en el artículo 68 del citado ordenamiento, pues no aportó 

elemento de convicción alguno del que pudiera inferirse que la 

beneficiaria hubiera omitido el aviso con la intención de 
impedir que se comprobaran oportunamente las 
circunstancias del siniestro, elemento subjetivo cuya 

demostración resulta indispensable para que la aseguradora 

quede desligada de las obligaciones derivadas del contrato de 

seguro. La sola extemporaneidad del aviso no actualiza, por sí 

misma, el supuesto de liberación total previsto en dicho 

precepto.

En consecuencia, al no haber satisfecho la carga de 

argumentación y prueba que le correspondía respecto de los 

presupuestos establecidos en los artículos 67 y 68 de la Ley 

sobre el Contrato de Seguro, la excepción en estudio deviene 

infundada, pues no existe base jurídica ni probatoria para 

estimar procedente la reducción de la prestación reclamada y, 

menos aún, para considerar que la aseguradora quedó liberada 

de las obligaciones asumidas en el contrato de seguro.

Lo anterior, porque la sola extemporaneidad del aviso no 

actualiza la consecuencia prevista en el artículo 68 de la Ley 

sobre el Contrato de Seguro, consistente en liberar a la 

aseguradora de todas las obligaciones asumidas, pues para ello 

era indispensable demostrar que la beneficiaria omitió 

comunicar oportunamente el siniestro con la intención de 
impedir que se comprobaran las circunstancias de su 
realización.
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Sobre ese aspecto, la demandada no ofreció medio de 

convicción alguno dirigido a demostrar la existencia de esa 

intención específica. Por el contrario, la propia solicitud de pago 

evidencia, que la beneficiaria acudió ante la aseguradora para 

hacer de su conocimiento el fallecimiento y proporcionó 

documentación relacionada con el siniestro, lo que resulta 

insuficiente para inferir una conducta deliberadamente 

encaminada a obstaculizar su investigación.

En consecuencia, la demandada no acreditó que la 

beneficiaria hubiera incumplido con la obligación de dar aviso 

en los términos que afirma y, menos aún, que hubiera actuado 

con la intención de impedir la comprobación de las 

circunstancias del siniestro, por lo que no se actualiza el 

supuesto previsto en el artículo 68 de la Ley sobre el Contrato 

de Seguro y, en consecuencia, la excepción de falta de acción y 

derecho sustentada en los artículos 66, 67 y 68 del propio 

ordenamiento resulta infundada.

Cobra aplicación la tesis I.4o.A.311 A, sustentada por el 

Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 

Circuito, publicada en la novena época del Semanario Judicial 

de la Federación y su Gaceta, con registro digital 191577, de 

literalidad siguiente:

“SINIESTRO, AVISO DE. LA FALTA OPORTUNA A LA 
ASEGURADORA SÓLO DA LUGAR A QUE LA INDEMNIZACIÓN 
SEA REDUCIDA Y NO A PERDER EL DERECHO A ELLA.
Si el actor no da aviso inmediato a la aseguradora del siniestro, lo 
que debe hacer tan pronto como tuvo conocimiento del mismo, sino 
que éste lo realizó mucho tiempo después de haber ocurrido el 
evento, incumpliendo con ello las obligaciones contraídas en el 
contrato de seguro, no es menos cierto que conforme a la cláusula 
sexta inciso b) de las condiciones generales del contrato de seguro, 
así como los artículos 66 y 67 de la Ley sobre el Contrato de 
Seguro no pierde el derecho a ser indemnizado, sino que 
únicamente tal incumplimiento da lugar a poder reducir la prestación 
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debida hasta la suma que habría importado si el aviso se hubiera 
dado oportunamente, dado que de la lectura pormenorizada de las 
disposiciones antes mencionadas, se desprende claramente que la 
falta de aviso oportuno de la realización del siniestro, por parte del 
asegurado o beneficiario, da lugar a que la empresa aseguradora 
pueda reducir la prestación debida hasta la suma que habría 
importado si el aviso se hubiere dado oportunamente, pero ello no 
implica de manera alguna la extinción de las obligaciones por ella 
contraídas.”.

En las relatadas consideraciones, se acredita la 
obligación de la aseguradora demandada a cubrir el 
siniestro acaecido, dado que, en la especie se tienen 

plenamente acreditada la existencia del contrato de seguro que 

demuestra la vigencia de la obligación a cargo de la 

aseguradora para cubrir la indemnización, la realización del 

siniestro y, que se dio aviso oportuno a la institución 

aseguradora del mismo. 

Apoyan también a las consideraciones anotadas en esta 

sentencia, la instrumental de actuaciones, así como la 

presuncional legal y humana ofrecidas por las partes, a las 

cuales se les concede valor probatorio en términos de los 

artículos 12946, 13057 y 1306, relacionados con el 1390 Bis 8, del 

Código de la materia, en virtud de que se tratan de actuaciones 

judiciales.

Asimismo, que la cobertura reclamada se encuentra 

prevista en la póliza de seguro antes referida; por tanto, debe 

entenderse que la demandada, en cumplimiento del contrato de 

seguro, está obligada a efectuar el pago  de la indemnización 

correspondiente a la cobertura por fallecimiento de la persona 

asegurada amparado  en la póliza *****. 

6 Artículo 1294.- Las actuaciones judiciales harán prueba plena.

7 Artículo 1305.- Las presunciones legales de que trata el art. 1281, hacen prueba plena.
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En virtud de lo anterior, se tiene que la obligación de la 

aseguradora de cubrir el siniestro acaecido sí está demostrada. 

De ahí que se considera acreditado el tercer elemento 

de la acción ejercida por el actor, dadas las normas que regulan 

la distribución de la carga de la prueba, corresponde a la 

demandada demostrar el cumplimiento de las obligaciones a su 

cargo o, en su caso, acreditar la causa justa de su 

incumplimiento.

Excepción de plus petitio.
La parte demandada opuso la excepción de plus petitio, al 

sostener que la actora reclama una cantidad superior a aquella 

que, en su caso, tendría derecho a recibir conforme a las 

coberturas contratadas en la póliza de seguro número 16980.

Al respecto, señaló que el programa denominado 

“Protección Integral Familiar Superior” contemplaba una 

cobertura de $200,000.00 (doscientos mil pesos 00/100 

moneda nacional) por muerte natural y una diversa de hasta 

$40,000.00 (cuarenta mil pesos 00/100 moneda nacional) 

destinada a cubrir el saldo deudor del titular de la cuenta.

Expuso que esta última cobertura tenía como finalidad 

cubrir el saldo insoluto que el asegurado mantuviera con 

Distribuidora Liverpool, S.A. de C.V., al momento del 

fallecimiento, por lo que dicha cantidad no correspondía 

directamente a la beneficiaria designada y, según afirmó, fue 

aplicada al adeudo existente.

En consecuencia, sostuvo que la actora carece de 

derecho para reclamar la totalidad de $240,000.00 (doscientos 

cuarenta mil pesos 00/100 moneda nacional), pues, aun en el 
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supuesto de estimarse procedente la acción, únicamente podría 

condenarse al pago de $200,000.00 (doscientos mil pesos 

00/100 moneda nacional), correspondientes a la cobertura por 

muerte natural.

Dicha excepción deviene infundada por las 

consideraciones que a continuación se exponen.

 En efecto, la parte demandada sustenta su planteamiento 

en que la actora reclama el pago de $240,000.00 (doscientos 

cuarenta mil pesos 00/100 moneda nacional), cuando, a su 

consideración, la cobertura por muerte natural únicamente 

asciende a $200,000.00 (doscientos mil pesos 00/100 moneda 

nacional), pues los restantes $40,000.00 (cuarenta mil pesos 

00/100 moneda nacional) corresponderían a una cobertura 

diversa destinada al pago del saldo deudor del titular de la 

cuenta.

Sin embargo, tal argumento no encuentra sustento en el 

contenido de la póliza de seguro número  ***** allegada al 

juicio y previamente valorada.

Lo anterior, pues de dicho instrumento contractual se 

advierte que se estableció, por una parte, una cobertura de 

fallecimiento destinada al pago del saldo insoluto, con un límite 

de hasta $48,000.00 (cuarenta y ocho mil pesos 00/100 

moneda nacional) y, por otra, como suma asegurada máxima 

para cada asegurado, una cobertura básica de fallecimiento por 

la cantidad de $240,000.00 (doscientos cuarenta mil pesos 

00/100 moneda nacional).

De ahí que se trate de coberturas distintas, con sumas 

aseguradas y finalidades igualmente diferenciadas, sin que del 

contenido de la póliza se desprenda que los $240,000.00 
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(doscientos cuarenta mil pesos 00/100 moneda nacional) 

correspondientes a la cobertura básica de fallecimiento se 

encuentren integrados por una suma de $200,000.00 

(doscientos mil pesos 00/100 moneda nacional) pagadera a la 

beneficiaria y otra de $40,000.00 (cuarenta mil pesos 00/100 

moneda nacional) destinada al saldo deudor, como lo sostiene 

la enjuiciada.

Por el contrario, la documental contractual establece 

expresamente como suma asegurada máxima para cada 

asegurado, respecto de la cobertura básica de fallecimiento, la 

cantidad de $240,000.00 (doscientos cuarenta mil pesos 00/100 

moneda nacional), que es precisamente la cantidad cuyo pago 

reclama la parte actora con motivo del fallecimiento de ******* 

********** **********.

En consecuencia, la parte actora no incurrió en un 

reclamo excesivo al demandar el pago de $240,000.00 

(doscientos cuarenta mil pesos 00/100 moneda nacional), pues 

dicha cantidad encuentra sustento en la suma asegurada 

prevista en la propia póliza para la cobertura básica de 

fallecimiento; de ahí que la excepción de plus petitio opuesta 

por la demandada resulte infundada.

Excepción de non mutatis libelo
Por otra parte, la demandada opuso la excepción que 

denominó non mutatis libelo, con la finalidad de que la demanda 

no fuera modificada o alterada con posterioridad a la fijación de 

la relación jurídico-procesal, particularmente respecto de las 

prestaciones reclamadas, los hechos expuestos y los 

documentos en que la actora sustentó su acción.
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En ese sentido, sostuvo que la accionante omitió 

acompañar a su demanda los documentos necesarios para 

acreditar sus afirmaciones, por lo que se opuso a que éstos 

fueran incorporados posteriormente al juicio, así como a la 

admisión de medios de prueba o manifestaciones que versaran 

sobre cuestiones ajenas a las planteadas en el escrito inicial, al 

considerar que ello implicaría una modificación de la litis y 

colocaría a la demandada en estado de indefensión y 

desigualdad procesal.

Sin embargo, esta excepción es infundada, en virtud de 

que constituye una defensa no así una excepción, dado que no 

se encuentra contemplada en el artículo 11228 del Código de 

Comercio y consisten en arrojar la carga de la prueba a la parte 

actora.

En esa tesitura, al no advertirse que el elemento en 

cuestión se refiera a un hecho positivo que constituya una 

condición necesaria para la procedencia de la acción, se estima 

que la parte actora justificó el último de los extremos 

constitutivos de la acción que ejercita, y con ello la procedencia 

de la misma.

6. Conclusión. En ese orden de ideas, lo procedente es 

condenar a la parte demandada  ******* ******* ******** 
******* ** ******* ********, al cumplimiento del contrato de 

seguro efectuada bajo la póliza  ***** por la cobertura 
básica por fallecimiento; y, con motivo de lo anterior, el pago 

de la cantidad de $240,000.00 (doscientos cuarenta mil 
pesos 00/100 moneda nacional), al haberse actualizado el 

8 Artículo 1122. Son excepciones procesales las siguientes:
I. La incompetencia del juez;
II. La litispendencia;
III. La conexidad de la causa;
IV. La falta de personalidad del actor o del demandado, o la falta de capacidad en el actor;
V. La falta de cumplimiento del plazo, o de la condición a que esté sujeta la acción intentada;
VI. La división y la excusión;
VII. La improcedencia de la vía, y
VIII. Las demás al que dieren ese carácter las leyes.
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fallecimiento de la persona asegurada  ******* ********** 

***********

7. Alegatos. No pasan inadvertidos los alegatos 

formulados por las partes; ya que se limitan a reiterar sus 

posturas procesales; aspectos que ya fueron atendidos en la 

presente sentencia en relación con las pruebas aportadas, por 

lo que deberá estarse a lo aquí decidido, sin que de su 

contenido se advierta que se manifiesten argumentos que 

provoquen una decisión distinta a la ya expuesta.

Cobra aplicación la jurisprudencia PR.A.C.CS. J/1 C 

(12a.), sustentada por el Pleno Regional en Materias 

Administrativa y Civil de la Región Centro-Sur, publicada en la 

duodécima época de la Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación, materia civil, con registro digital 2031678, de 

literalidad siguiente:

“ALEGATOS EN EL JUICIO ORAL MERCANTIL. LA PERSONA 
JUZGADORA NO ESTÁ OBLIGADA A TOMARLOS EN 
CONSIDERACIÓN AL DICTAR SENTENCIA.
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes 
sustentaron criterios contradictorios al analizar si en atención al 
principio de oralidad, al dictar sentencia en un juicio oral mercantil 
deben considerarse los alegatos formulados por las partes. Mientras 
que uno consideró que la falta de su estudio no resulta lesivo a la 
esfera jurídica de quien los formuló, ya que no forman parte de la litis; 
el otro sostuvo que no deben soslayarse en la sentencia, en atención 
a las características del proceso oral.
Criterio jurídico: En el juicio oral mercantil la persona juzgadora, al 
dictar sentencia, no está obligada a tomar en consideración los 
alegatos formulados por las partes.
Justificación: Si bien los alegatos constituyen una formalidad esencial 
del procedimiento oral mercantil, también lo es que se trata de la 
exposición verbal que realizan las partes sobre la litis planteada en el 
juicio en la etapa escrita postulatoria, adminiculándola con las 
pruebas ofrecidas, admitidas y desahogadas oportunamente en el 
periodo probatorio, con el objeto de obtener sentencia favorable a 
través de argumentos con los que intentan convencer a la persona 
juzgadora, entre otras cosas, sobre el alcance que consideran que 
debe darse a sus pretensiones en relación con las pruebas 
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desahogadas en el juicio. Sin embargo, de acuerdo con el artículo 
1390 Bis 38 del Código de Comercio, una vez desahogadas las 
pruebas durante la audiencia de juicio, el Juez concederá a las 
partes el uso de la palabra para formular alegatos, hecho lo cual 
declarará visto el asunto y dictará de inmediato la resolución 
correspondiente.
Así, el hecho de que esa clase de procesos se rijan 
preponderantemente por el principio de oralidad no implica que al 
dictar sentencia la persona juzgadora deba pronunciarse de manera 
expresa respecto de los alegatos formulados por las partes ni a basar 
en ellos su determinación como parte integrante de la litis, pues 
además de que la ley no lo prevé así, máxime si se adicionan 
cuestiones relativas a la fijación de la litis, a lo que verdaderamente 
está obligado el órgano jurisdiccional es a formar sus propias 
conclusiones con la fundamentación y motivación debida, al tenor del 
litigio planteado por las partes y de conformidad con las pruebas 
válidamente admitidas y desahogadas en las etapas legalmente 
establecidas para tales actos”.

8. Indemnización por mora e intereses moratorios. 
Asimismo, resulta procedente condenar a la demandada al 

pago de la indemnización por mora respecto de la póliza en 

reclamo a que se refiere el artículo 276, fracción I, de la Ley de 

Instituciones de Seguros y de Fianzas, que se cuantificará y 

liquidará en ejecución de sentencia, en la inteligencia de que la 

obligación de pago a cargo de la demandada se encuentra 

vencida desde el once de noviembre de dos mil veintiuno, 

día en que la aseguradora dio respuesta a la actora de la 

solicitud de pago del siniestro en sentido negativo, tal como lo 

afirmó y demostró dicha accionante en los hechos de su 

demanda y con las documentales ya valoradas.

Lo anterior es así, ya que conforme a lo dispuesto en el 

artículo 71 de la Ley sobre el Contrato de Seguro, la 

demandada contaba con un plazo de treinta días, a partir de la 

fecha en que recibió los documentos e informaciones que le 

permitieron conocer el fundamento de la reclamación, para dar 
respuesta al asegurado y realizar el pago de la 
indemnización correspondiente.
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Ahora bien, si la demandada dio respuesta a la actora 

sobre la improcedencia de su reclamación, el once de 
noviembre de dos mil veintiuno, es este día en que venció la 

obligación de pago a su cargo, en virtud de que la demandada 

externó su negativa de realizar el pago del seguro base de la 

acción.

De igual forma, resulta procedente condenarse a la 

demandada al pago de los intereses, conforme a lo dispuesto 

en el artículo 276, de la Ley de Instituciones de Seguros y de 

Fianzas que dice:

“Artículo 276. Si una Institución de Seguros no cumple con las 
obligaciones asumidas en el contrato de seguro dentro de los plazos 
con que cuente legalmente para su cumplimiento, deberá pagar al 
acreedor una indemnización por mora de acuerdo con lo siguiente:
I. Las obligaciones en moneda nacional se denominarán en Unidades 
de Inversión, al valor de éstas en la fecha del vencimiento de los 
plazos referidos en la parte inicial de este artículo y su pago se hará 
en moneda nacional, al valor que las Unidades de Inversión tengan a 
la fecha en que se efectúe el mismo, de conformidad con lo 
dispuesto en el párrafo segundo de la fracción VIII de este artículo.
Además, la Institución de Seguros pagará un interés moratorio sobre 
la obligación denominada en Unidades de Inversión conforme a lo 
dispuesto en el párrafo anterior, el cual se capitalizará mensualmente 
y cuya tasa será igual al resultado de multiplicar por 1.25 el costo de 
captación a plazo de pasivos denominados en Unidades de Inversión 
de las instituciones de banca múltiple del país, publicado por el 
Banco de México en el Diario Oficial de la Federación, 
correspondiente a cada uno de los meses en que exista mora (…) 
IV. Los intereses moratorios a que se refiere este artículo se 
generarán por día, a partir de la fecha del vencimiento de los plazos 
referidos en la parte inicial de este artículo y hasta el día en que se 
efectúe el pago previsto en el párrafo segundo de la fracción VIII de 
este artículo. Para su cálculo, las tasas de referencia a que se refiere 
este artículo deberán dividirse entre trescientos sesenta y cinco y 
multiplicar el resultado por el número de días correspondientes a los 
meses en que persista el incumplimiento (…)”

9. Gastos y costas. Finalmente, con relación al pago de 

gastos y costas que reclama la actora en esta instancia, el 

artículo 1084 del Código de Comercio, establece que la 
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condenación en costas se hará, en principio, cuando así lo 

prevenga la ley y, al efecto, las fracciones I a V, del propio 

numeral disponen los casos en los que siempre habrá condena 

en costas; cuyo análisis relacionado con la actuación de la parte 

demandada, evidencia que no se encuentra en ninguno de tales 

supuestos ni las constancias de autos evidencian que haya 

procedido con temeridad o mala fe, en tanto que, no realizó 

actuaciones con el propósito de entorpecer el procedimiento.

“Artículo 1084. La condenación en costas se hará cuando así 
lo prevenga la ley, o cuando a juicio del juez se haya procedido con 
temeridad o mala fe.

Siempre serán condenados:
I. El que ninguna prueba rinda para justificar su acción o su 

excepción, si se funda en hechos disputados;
II. El que presentase instrumentos o documentos falsos, o 

testigos falsos o sobornados;
III. El que fuese condenado en juicio ejecutivo y el que lo 

intente si no obtiene sentencia favorable. En este caso la 
condenación se hará en la primera instancia, observándose en la 
segunda lo dispuesto en la fracción siguiente;

IV. El que fuere condenado por dos sentencias conformes de 
toda conformidad en su parte resolutiva, sin tomar en cuenta la 
declaración sobre costas. En este caso, la condenación 
comprenderá las costas de ambas instancias, y

V. El que intente acciones o haga valer cualquier tipo de 
defensas o excepciones improcedentes o interponga recursos o 
incidentes de este tipo a quien no solamente se le condenará 
respecto de estas acciones, defensas, excepciones, recursos o 
incidentes improcedentes, sino de las excepciones procesales que 
sean inoperantes.”

Asimismo, se advirtió que la acción ejercida y las 

excepciones y defensas opuestas, reunieron los requisitos 

mínimos necesarios para hacer posible su estudio en cuanto a 

la cuestión planteada, así como su resolución y efectos. 

En tales consideraciones, no procede hacer especial 

condena en costas, por lo que la parte actora deberá soportar 

las que hubiera erogado en esta instancia. 
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Lo anterior encuentra apoyo en las jurisprudencias 10/2013 

visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 

Libro XVIII, Marzo de 2013, Tomo 1, página 575, registro 

2003008, sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, que dice: 

“COSTAS EN MATERIA MERCANTIL. TEMERIDAD O MALA 
FE PARA SU CONDENA, CONFORME AL ARTÍCULO 1084, 
PÁRRAFO PRIMERO, DEL CÓDIGO DE COMERCIO. El artículo 
1084, prevé que la condena en costas se hará en dos supuestos: 
cuando así lo prevenga la ley, o cuando estime el juzgador que se 
haya procedido con temeridad o mala fe. En el primer caso se hace 
una remisión a la ley, ya sea del propio Código de Comercio, entre 
otras a las diversas fracciones de su artículo 1084, o la legislación 
aplicable al caso en la materia. En el segundo supuesto, se está en 
presencia de una atribución en la que el juzgador, a su arbitrio, podrá 
condenar en costas cuando advierta que alguna de las partes 
procedió con temeridad o mala fe. De lo que se sigue que tales 
supuestos, si bien pueden coincidir, son independientes entre sí, 
pues no significa que deben actualizarse ambas hipótesis para efecto 
de la condena en costas, sino que basta que se dé alguno de los 
supuestos previstos en ley; o bien, que a criterio del juzgador se haya 
actuado con temeridad o mala fe. Lo anterior, en virtud de que, del 
numeral citado se desprende que ambos supuestos se encuentran 
separados por la conjunción disyuntiva "o", lo que indica que basta 
que en el caso concreto se configure alguno de los dos para que sea 
procedente la condena respectiva. Así, en términos de la fracción V, 
del artículo 1084, -que refiere que siempre será condenado el que 
intente acciones o haga valer cualquier tipo de defensas o 
excepciones improcedentes o interponga recursos o incidentes de 
ese tipo, a quien no solamente se le condenará respecto de estas 
acciones, defensas, excepciones, recursos o incidentes 
improcedentes, sino de las excepciones procesales que sean 
inoperantes-, para que proceda la condena en costas, es suficiente 
con que la autoridad judicial se encuentre impedida para estudiar la 
controversia planteada por falta de algún presupuesto procesal 
necesario para ello, sin que sea indispensable que se tome en 
cuenta la temeridad o la mala fe con que haya actuado cualquiera de 
las partes.” 

De igual forma, sirve de apoyo la jurisprudencia 9/2013 

consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, Libro XVIII, Marzo de 2013, Tomo 1, página 574, 
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registro digital 2003007, emitida por la Primera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación de rubro y texto: 

“COSTAS EN MATERIA MERCANTIL. ALCANCE DEL 
TÉRMINO "IMPROCEDENTES" A QUE SE REFIERE EL 
ARTÍCULO 1084, FRACCIÓN V, DEL CÓDIGO DE COMERCIO. 
Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en 
la jurisprudencia 1a./J. 43/2007, de rubro: "COSTAS EN MATERIA 
MERCANTIL. LA CONDENA A SU PAGO NO REQUIERE QUE LA 
IMPROCEDENCIA DE LA ACCIÓN, NI DE LAS EXCEPCIONES, 
LAS DEFENSAS, LOS INCIDENTES O RECURSOS SEA NOTORIA 
(INTERPRETACIÓN DE LA FRACCIÓN V DEL ARTÍCULO 1084 
DEL CÓDIGO DE COMERCIO).", sostuvo que acorde con la fracción 
V del citado artículo 1084, para que proceda condenar al promovente 
al pago de costas, basta que las acciones, las excepciones, las 
defensas, los recursos o incidentes que haga valer resulten 
improcedentes, y que se consideran así las acciones ejercitadas que 
no encuadran en los supuestos amparados en la ley o aquellas cuyos 
presupuestos, elementos o hechos constitutivos no se acreditaron 
durante el juicio. Sin embargo, en alcance a dicha tesis y de una 
nueva reflexión se precisa que el término "improcedentes" a que se 
refiere el artículo 1084, fracción V, del Código de Comercio, debe 
entenderse como la ausencia de alguno de los elementos previstos 
en las propias normas para que pueda realizarse el estudio de fondo 
de la cuestión planteada, los cuales varían dependiendo de la vía 
que se ejerza y consisten en los mínimos necesarios que deben 
satisfacerse para realizar la jurisdicción; esto es, que el caso en su 
integridad, tanto en su parte subjetiva como objetiva, apegado a la 
seguridad jurídica y debido proceso, debe reunir los requisitos 
normativos para que el juzgador pueda conocerlo y resolverlo. Así, la 
procedencia de una acción, excepción, defensa, incidente o recurso, 
implica que se reúnan los requisitos mínimos necesarios para que 
sea posible su estudio en cuanto a la cuestión planteada, así como 
su resolución y efectos; sin que lo anterior contemple cuestiones de 
fondo que no hayan sido acreditadas, porque éstas desembocan en 
su calificación de infundadas, lo que significa que ya se han 
superado los temas de procedencia y un análisis de la cuestión de 
fondo.” 

Por lo antes expuesto y fundado, se

R E S U E L V E :torce de octubis.

PRIMERO. Resultó procedente el juicio oral mercantil 
promovido por ****** ******* ******* *******, en contra de 
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la demandada  ******* ******* sociedad anónima de capital 
variable.

SEGUNDO. La parte actora acreditó los elementos 

constitutivos de su acción respecto a la póliza *****; mientras 

que la demandada no demostró sus excepciones, en 

consecuencia se condena a la demandada al cumplimiento del 

contrato de seguro contenido en la póliza ****** consistente en 

el pago de la cantidad de $240,000.00 (doscientos cuarenta 
mil pesos 00/100 moneda nacional), por concepto de 

cobertura de beneficio básico por fallecimiento, al haberse 

actualizado el fallecimiento del asegurado  ******* ********** 

***********

TERCERO. Por las razones anotadas en el apartado 8 de 

esta determinación judicial, se condena a la parte demandada 

******* ******, Sociedad Anónima de Capital Variable, al 

pago de indemnización por mora y pago de interés moratorio 

reclamados respecto a la póliza  *****, cuya cuantificación 

habrá de realizarse en ejecución de sentencia.

CUARTO. Por las razones anotadas en el apartado 9 de 

esta determinación judicial, no procede hacer especial 
condena en costas, por lo que la parte actora soportará las 

que hubiera erogado en esta instancia.

Las partes están notificadas en términos del artículo 
1390 Bis 22 del Código de Comercio.

Así lo resolvió y firma, Yuri Alí Ronquillo Vélez, Juez de 

Distrito en Materia Mercantil Federal en La Laguna, con 

residencia en Torreón, Coahuila de Zaragoza; asistido de la 
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secretaria Claudia Guadalupe Ledezma Limón, quien autoriza 

y da fe. Doy fe.

catorce de octubre de dos mil veintiséis
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